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Buenas tardes adjunto documento en mención.

Cordialmente.

Ana Cristina Gantiva



Bogotá, 11 de agosto de 2025. 

Señora 

Claudia Guisella Guzmán Cárdenas 
Juez 20 de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad 

Ciudad 

CC: 

 Contraloría General de la República 

 Superintendencia Nacional de Salud – Delegada para la Protección al Usuario 

 consejo seccional de la judicatura 

Referencia: Acción de Tutela No. 11001-31-87-020-2025-00067-00 

Accionante: Ana Cristina Gantiva 

Accionado: NUEVA EPS 

Asunto: Impulso procesal a la súplica por incumplimiento de fallo de tutela y desacato.  

Respetada señora Jueza: 

Me permito presentar Impulso procesal a la súplica por incumplimiento de fallo de 
tutela y desacato además falta de respuesta a un escrito informando el 
incumplimiento del plazo de los 5 días dado por la honorable jueza Claudia Guisella 

Guzman cardenas  del  juzgado veinte de ejecución de penas y  medidas de seguridad 
en el desacato y falta de respuesta de igual manera de la honorable jueza Claudia 

Guisella Guzman cardenas  del  juzgado veinte de ejecución de penas y  medidas de 
seguridad a la súplica enviada. 

la  súplica que ya había puesto ante su despacho, debido a la persistente omisión de la 

NUEVA EPS en dar cumplimiento al fallo de tutela proferido el 17 de junio de 2025, 

confirmado en el auto del 16 de julio de 2025, mediante el cual se otorgó un plazo 

improrrogable de cinco (5) días para efectuar el pago de las incapacidades laborales 

ordenadas (plazo que no cumplieron y no se sabe nada de parte de la nueva eps y mucho 

menos del Juzgado).. 

A la fecha, dicho plazo ha vencido ampliamente sin que la entidad accionada haya 

realizado el pago ni presentado justificación alguna, configurando un desacato 

reiterado y flagrante a una orden judicial, en contravía de lo dispuesto en el artículo 52 

del Decreto 2591 de 1991. 

Lo anterior, además de vulnerar mis derechos fundamentales al mínimo vital, la seguridad 

social y la vida digna, agrava mí delicado estado de salud mental y situación económica, 

situación que ha sido puesta en conocimiento de este despacho en repetidas ocasiones sin 

que  hasta el momento se hayan adoptado medidas efectivas que garanticen el 

cumplimiento de la sentencia y a la fecha como informe en el desacato tengo 5 



incapacidades radicadas en Nueva EPS sin pagar, con lo expuesto en escritos pasados yo no 

cuento con empleo ni ingresos permanentes, vivo con un hijo que trabaja en un call center 

ganándose el mínimo y a la fecha de hoy (11 de Agosto de 2025 no he podido pagar salud y 

pensión de julio de 2025) estoy sin poder pagar mi seguridad social de manera, lo cual me 

genera mora y en el proceso que ahora pidió el fondo de pensión  protección de enviar mi 

caso de solicitud de estructuración de fecha de incapacidad laboral y calificación pueda ser 

un aspecto para seguir demorando este tema que se lleva desde el año 2026 y mi 

diagnostico medico desde el 2020, fecha de estructuración dado por la Junta regional de 

Bogotá. 

Por lo anterior, SUPLICO: 

1. Que se proceda de manera inmediata a imponer las sanciones correspondientes a la 

NUEVA EPS y/o a sus representantes legales por el incumplimiento reiterado del 

fallo de tutela. 

2. Que se adopten las medidas coercitivas necesarias para lograr el pago inmediato de 

las incapacidades ordenadas judicialmente. 

3. Que se remita copia del presente escrito y de las actuaciones procesales a la 

Contraloría General de la República y a la Superintendencia Nacional de Salud 

para que en el marco de sus competencias adelanten las investigaciones y 

actuaciones que correspondan por el incumplimiento de la orden judicial y posible 

detrimento patrimonial al sistema de salud. 

4. También pido al consejo seccional de la judicatura, para solicitar a esta autoridad 

revisión de la omisión o dilación a este proceso para que me sean protegidos mis 

derechos como colombiana. 

Agradezco su atención y la intervención urgente de su despacho para salvaguardar la 

autoridad de la justicia y la protección real y efectiva de mis derechos fundamentales. 

Cordialmente. 

 

Ana Cristina Gantiva 

C.C. 52.182.430 de Bogotá 

Cl 12 A # 71 B 61 Bloque 8 Apto 203 – Bogotá 

Celular: 3175404909 / 3213860490 

Correo: gerney21@hotmail.com / andrestovar031@hotmail.com 

 

 

Anexo: 

mailto:gerney21@hotmail.com
mailto:andrestovar031@hotmail.com


 Acción de tutela puesto por mi persona. 

 Fallo a la tutela de parte de la honorable jueza Claudia Guisella Guzman cardenas  del  

juzgado veinte de ejecución de penas y  medidas de seguridad   

 Desacato puesto por mi al no recibir este pago de incapacidad de parte de Nueva 

EPS. A la honorable jueza Claudia Guisella Guzman cardenas  del  juzgado veinte de 

ejecución de penas y  medidas de seguridad 

 Respuesta y plazo de la honorable jueza de la honorable jueza Claudia Guisella 

Guzman cardenas  del  juzgado veinte de ejecución de penas y  medidas de seguridad. 

 Escrito enviado por mi a la honorable jueza de la honorable jueza Claudia Guisella 

Guzman cardenas  del  juzgado veinte de ejecución de penas y  medidas de seguridad, 

donde le informo que no habían cumplido el plazo dado en el desacato. 

 Suplica pasada a la honorable jueza de la honorable jueza Claudia Guisella Guzman 

cardenas  del  juzgado veinte de ejecución de penas y  medidas de seguridad. 

 También envió copia de esto a la Contraloría y a la supe salud con radicado de este PQR 

20255500016934722 
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Bogotá, 06 de  Junio de 2025 
 
SEÑOR 

JUEZ CIVIL MUNICIPAL (REPARTO) 

E. S. D. 
 
 

 
REF: ACCIÓN DE TUTELA PARA solicitar EL PAGO DE 

INCAPACIDADES – MIENTRAS LA JUNTA REGIONAL 

EMITE RESULTADOS DE SU INVESTIGACION PARA 

OBTENER MI PENSION. 

 
Accionante: Ana Cristina Gantiva. 

 
Accionado: Administradora de fondo de pensión Protección 
y/o NUEVA EPS. 

 

 
ANA CRISTINA GANTIVA, identificada como aparece al pie de mi firma, actuando 

en nombre propio, invocando el artículo 86 de la Constitución Política, acudo ante 

su Despacho para instaurar ACCIÓN DE TUTELA contra FONDO DE PENSION 

PROTECCION y NUEVA EPS, con el objeto de que se protejan los derechos 

constitucionales fundamentales que a continuación enuncio y los cuales se 

fundamentan en los siguientes hechos: 

 
HECHOS 

 
 

1. Desde el año 2000 que di a luz de mi primer hijo (Andrés David Tovar Gantiva), 

inicie a tener episodios depresivos que diagnosticaron como Bipolaridad afectiva, 

en esta época aun era una mujer que trabajaba y conseguía emplearme en el 

mundo laboral, pero a medida que paso el tiempo esta enfermedad empeoro y 

donde trabajaba fui despedida al punto de no volver a conseguir empleo formal ni 

poder trabajar de manera informal producto de mi enfermedad mental.  

2. Mi hijo de escasos 12 meses me toco dejarlo en manos de la familia de un 
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conocido que al ver mi situación se ofrecio ayudarme ya que el papa de este no 

respondido, tras de esto mi hijo es hemofilici factor B Severo el cual necesito y 

necesita de medicamento de por vida para controlar esto. 

3. En el 2007 quedo en embarazo y tengo mi segunda hija la cual bajo engaños el 

padre de la niña (Ángela Sofía Álvarez) y su familia me invitan a su finca en 

Santander de paseo, allí me dan mal trato psicológico, físico y no me dejan volver 

con mi hija a la fecha ella vive aun con ellos, esto detono más mi malestar fuera 

de ser demandada por alimentos y ser citada a Santander para fijar cuota  de 

alimentos sin tener empleo. 

4. Al no tener empleo y estar sin el apoyo de mi familia y sin trabajo me fije la idea y 

meta de no dejar de pagar mi servicio de salud y pensión, así evitaría estar 

dependiendo de otras personas cuando requiriera ser internada, lo cual a sido de 

manera cotidiana lamentablemente y mi salud mental cada día peor. 

5. En el 20217 solicito a la AFP PROTECCION  pido que se adelanten tramite de 

pensión debido a mi estado mental y por sugerencia den esa época de un 

psiquiatra, en esa época fui afiliada a MEDIDAS EPS, luego a SALUDCOOP y 

ahora a NUEVA EPS y en fondo de pensión con Protección.  
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6. La primera negación del pago de mis incapacidades estando afiliada a Medimas 

EPS por mi diagnóstico de ESQUIZOFRENIA PARANOIDE RINOFARINGITIS 

AGUDA  fue en el año 2020 y en octubre de este año MEDIMAS EPS dice que 

estas incapacidades las pagaba el fondo de pensión, el 25/01/2020 fondo de 

pensión PROTECCION me responde que debo estar calificada con concepto de 

rehabilitación favorable o desfavorable he informar que debido a esta situación me 

encuentro incapacitada de manera ininterrumpida (concepto que  MEDIMAS EPS 

dio en el tiempo que fue intervenida y fui trasladada a  NUEVA EPS). 

7. pido a Medimas EPS este concepto y El fondo de pensión PROTECCION dice 
que hay problemas porque hay 2 conceptos de rehabilitación dada por estas dos 
EPS y vuelve a salvar su responsabilidad para NO iniciar tramites de pensión y 
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pago de incapacidades  el  3/04/2020 CONCEPTO DE PRONOSTICO DE 
REHABILITACION con las siguientes Observaciones: 
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8. El 13 de Marzo de 2020 me informa Nueva EPS que han enviado concepto de no 

rehabilitación al FONDE DE PENSION PROTECCION: 
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9. Al tener este concepto solicito en las oficinas del FONDO DE PENSION 

PROTECCION en Bogotá cita para calificación laboral con medico de este fondo 

la cual fue asignada y cumplida por mí y solicite nuevamente el pago de las 

incapacidades las cuales no pagaron en esta oportunidad y el informe de la cita 

con medico laboral nunca la emitieron, ahora el FONDO DE PENSION 

PROTECCION niegan que esta cita se realizó y cuando responden algo sobre 

pagos o tramites de pensión ellos responden que tengo que ser calificada por 

medicina laboral.  

10.  Al ver que Nueva EPS ni el FONDO DE PENSION PROTECCION pagan estas 
incapacidades bajo mis conocimientos redacto TUTELA para que sea el 
Gobierno quien me apoye frente a esta vulneración de mis derechos  ya que:  
Las 
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Para mí las incapacidades laborales son sumas de dinero que sustituyen el 
salario durante el tiempo en el cual el trabajador se encuentra imposibilitado 
para desempeñar normalmente sus labores, y, son el sustento económico que 
posibilita una recuperación de la salud de manera tranquila para el sostenimiento 
del trabajador y de su grupo familiar, tutela que resolvió que la NUEVA  EPS 
pagara estas incapacidades, pero ni asi en esa época querían pagar y mediante 
un desacato obligaron a esta entidad a pagar estas la cual pago algunas de las 
incapacidades. 
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DESACATO: 
 

  
. 

11. En correo a la Nueva EPS y al fondo de pensión Protección preocupada por mi 
mal estado Psiquiátrico preguntamos que hacer para que yo sea pensionada 
además como hacemos o a donde acudimos para que paguen las incapacidades 
ya que a partir de mediados del año 2024 NO volvieron a pagar mis 
incapacidades, el 16 de agosto de 2024 Nueva EPS informa que ya estos 
datos del concepto fue enviado a protección el 23 de abril de 2020: 
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12.  El 10 de septiembre de 2024 por mi mal estado PSIQUIATRICO mi hijo envía 
derecho de petición solicitando CITA PARA VALORACION DE PERDIDA DE 

CAPACIDAD LABORAL DE MI MADRE  al fondo de pensión PROTECCION con 
copia a la Nueva EPS  
 

13. El 14 de septiembre de 2024 la Nueva EPS responde diciendo que ellos van a 
realizar esa calificación por medio de su contratista: 
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14. Sin pago de las incapacidades NUEVAS, El 19 de septiembre de 2024 NUEVA 
EPS envía  CALIFICACION DE LA PERDIDA DE LA CAPACIDAD LABORAL 
Y OCUPACIONAL (DECRETO 1507 de agosto 12 de 2014), con lo que se tuvo 
en cuenta para la calificación. 
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15. El 8 de octubre de 2024 me llega Calificación de pérdida de capacidad laboral y 
ocupacional por pronóstico DESFAVORABLE emitida por NUEVA EPS con una 
pérdida del 56, 49%: 
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16. Teniendo claro que había 10 días para alguna reclamación, pregunto y 

manifiesto que no estoy de acuerdo a la fecha de estructuración de la 
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calificación (fecha de estructuración: 02 de abril de 2024), debido a que este 
concepto esta dado desde el 23 de abril de 2020 además las incapacidades 
nuevas que se estaban reclamando no se han pagado. 

 
 
 
 

 
 
 

17. El 9 de octubre de 2024 envía mi hijo escribe solicitando información para proceder a 
realizar trámites de pensión con PROTECCION: 

Bogotá, 09 de octubre de 2024  

SEÑOR  
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FONDO DE PESIONES PROTECCION  

CC: Nueva EPS Ciudad  

REF: INICIO DE TRAMITE DE PENSION POR PERDIDA DE CAPACIDAD LABORAL DEL 56,49% DE MI MADRE.  

ANDRES DAVID TOVAR GANTIVA, identificada con el número de cedula No 10.1000.2989 De BOGOTA, actuando 
en representación de mí mama ANA CRISTINA GANTIVA Identificada con cedula de ciudadanía No. 52.182.430 de 
Bogotá, haciendo uso del derecho de petición consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política y 
reglamentado por la ley 1755 del 2015 y por los artículos 5 y 6 de la ley 1437 del 2011, articulo 46 y 47 de la ley 100 
de 1993, presento este derecho de petición muy respetuosamente: INICIO DE TRAMITE DE PENSION POR 
PERDIDA DE CAPACIDAD LABORAL DEL 56,49% DE MI MADRE, Valoración dada por Nueva EPS y enviada para 
iniciar tramite de pensión de mi señora madre como verán en la imagen de eta carta y la imagen de la calificación y 
sus criterios:  

 
18. Al preguntar el paso a seguir para la pensión con el Fondo de Pensión 

Protección, esta dice que no está de acuerdo con el concepto de calificación, lo 
cual esto paso a Junta regional de calificación de incapacidad Laboral de Bogotá 
y Cundinamarca y mis incapacidades pasan nuevamente al limbo donde la 
Nueva EPS dice que no paga bajo sus criterios y el fondo de pensión dice que 
ellos no pagan por sus argumentos. 
 

 
 
19. El 4 de Marzo de 2025 me citan a la primera cita con la junta regional, al ir al 

FONDO DE PENSION PROTECCION a consultar como hago para que me 

paguen mis incapacidades ya que le EPS me dice que es el fondo de PENSION 

PROTECCION el que debe pagarme las incapacidades estos me responden en 

sus oficinas que hasta que no salga el resultado de la Junta regional no pagaran.  
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. 

 

20. Fuera que llevo tramitando con la AFP PROTECCION  y NUEVA EPS mi pensión, 

casi 5 años, ahora es la falta de pago de mis incapacidades donde la NUEVA EPS 

dice que no paga estas nuevas incapacidades, porque estoy pensionada y El 

fondo de pensión Protección se niega a pagar. 

 

 

Anexo derecho de petición enviado consultando el por qué no pagan mis 

incapacidades: 
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21. La respuesta a este derecho de petición de NUEVA EPS es que no pagan por que 
estas incapacidades las cubre el FONDO DE PENSION PROTECCION, “YO NO 
ESTOY AUN PENSIONADA”: 
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22. La respuesta de AFP PROTECCION al no pago aun que tienen ya desde el 

año pasado 2024 la calificación que realizo la NUEVA EPS, siguen 
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diciendo que ellos no tienen calificación de invalidez mía y que tengo que 

sacar cita con ellos para ese fin, sabiendo ellos que  no se puede hacer otra 

calificación porque se incurre en un delito como me lo explico la NUEVA 

EPS 
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23. Ultimo comunicado del Fondo de pensión Protección donde dicen que solo 

tienen concepto del 23/04/20, ósea lo que le he hecho llegar a ellos por 

cuenta mía y los correos de nueva EPS ellos no los tienen, pero responde a 

cada uno de ellos: 
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24. Respuesta de NUEVA EPS al solicitarle al FONDO DE PENSION PROTECCION 

que si esta era la excusa de no pagar las incapacidades o pensionarme, fuera 
citada para ese fin y la NUEVA EPS me dice que si se hace otra calificación esto 
sería un delito ya que hay una calificación de parte de una entidad avalada por la 
ley Colombiana.  
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25. La NUEVA EPS también me ha solicitado explicar vacíos de mis incapacidades, 

explicación que di y les pido que solo paguen las incapacidades que tengo a la 

mano ya que hay 2 una que no me dio el pabellón de psiquiatría del hospital la 

victoria de Bogotá solo les envié la historia que no aceptaron y otra que no me 

expido el Hospital san juan de Dios de Honda Tolima.  
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26. Respuesta solicitud de explicación de vacíos a NUEVA EPS: 
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27. Epicrisis dada por la Hospital de la victoria sin entregar incapacidades ni 

documentación (esta se pidió luego para tramitar incapacidad pero no la 

entregan por ello no la pagan), ya que al darme la salida este hospital me 

saca por cuenta de ellos y me llevan donde un conocido junto a un 

encargado de la secretaria de salud y me dejan allí, se ve que entre el 

08/09/2024 al 28/09/2024 y allí dice que estuve 20 días (no me expidieron 

la incapacidad solo me dieron historia y epicrisis, NUEVA EPS no pago 

esto porque debía ser con incapacidad): 
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28. Solicite luego al Hospital san Juan de Dios que me expidiera la incapacidad 

que genero Ana cristina gantiva durante el tiempo que estuve allí pero no 

respondieron aunque esto lo pueden constatar mediante consulta a este 

hospital que está ubicado en Honda Tolima donde llegue desorientada a 

Mariquita Tolima y la policía me llevo allí a Honda y que solicitamos que me 

trasladaran a Bogotá donde resido con mi hijo pero me enviaron a Lérida 

Tolima como verán en estas incapacidades en cuestión de pago: 
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29. Luego fui internada en la clínica la paz en Bogotá incapacidad también que 

solicito el pago y no me la han pagado 
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30. Sin tener las incapacidades completas hasta la fecha con soporte tengo 133 

días más los 14/11/2024 fecha en que solicite el traslado al 4/12/24 que fui 

trasladada a Lérida Tolima (no expidieron más de 25 días de incapacidad en 

hospital san juan de Dios) , serían unos 153 días incapacitada intermitente sin 

recibir un peso de estas incapacidades como digo aquí: Las incapacidades 

laborales para mí son sumas de dinero que sustituyen el salario durante el 

tiempo en el cual el trabajador se encuentra imposibilitado para desempeñar 

normalmente sus labores, y, son el sustento económico que posibilita una 

recuperación de la salud de manera tranquila para el sostenimiento del 

trabajador y de su grupo familiar y teniendo claro que con esto mismo obtengo 

el mínimo vital que no me pagan ni la EPS ni en fondo de pensión, con esto 

pago servicio de salud, pensión, vivienda, comida y mis necesidades diarias. 
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DERECHOS VULNERADOS 
 

 

Estimo violado el derecho a la seguridad social, a la vida digna, al mínimo 

vital, la igualdad y  también afecta el derecho al trabajo, ya que la pérdida 

de capacidad laboral me ha dificultado la posibilidad de encontrar empleo 

como se lo he expuesto en esta TUTELA. (La seguridad social según: 

artículos 48 y 49 de la Constitución Política, así como por la Ley 100 de 

1993, la vida digna por artículos 1, 11, 25 y 51 de la Constitución Política, 

el mínimo vital protegido por artículo 334 de la Constitución Política y 

articulo 49 nuevamente y el 53, el derecho al trabajo me protege el artículo 

25 de la constitución Colombiana, el artículo 13 de la constitución 

Colombiana) . 

   . 

FUNDAMENTOS JURÍDICOS 
 

 

Yo (Ana Cristina Gantiva) no cuento con otra fuente de ingresos para garantizar 

mi sostenimiento y el de mis hijos, esta condición PSIQUIATRICA, la negativa de 

Nueva E.P.S. y el fondo de pensión PROTECCION de NO pagar las 

incapacidades se traduce en la vulneración de derechos fundamentales, tales como 

el mínimo vital, seguridad social y vida digna según la ley 100 de 1993. 

 
 

PRUEBAS 
 

 
Con el fin de establecer la vulneración de los derechos, solicito señor Juez se sirva 

tener en cuenta las siguientes pruebas: 

 

 El primer concepto de rehabilitación desfavorable expedido por Nueva 
EPS en el año 2020. 

 La calificación de pérdida de capacidad laboral expedida por Nueva EPS 
junto al formulario de esta calificación en el 2024. 

 Correos recibidos de la NUEVA EPS y el fondo de pensión 
PROTECCION. 

 Las nuevas incapacidades solicitadas y no pagas por ninguna de estos 
dos entidades según le corresponda por ley. 
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PRETENSIONES 
 
 

Con fundamento en los hechos relacionados, solicito al señor Juez disponer y 

ordenar a favor mío lo siguiente: 

 

PRIMERO: Tutelar el derecho fundamental de amparo judicial de los 

derechos fundamentales a la vida, la seguridad social y el mínimo vital, 

entre otros. 

 

SEGUNDO: Ordenar  a la NUEVA EPS y/o al FONDO DE PENSION 

PROTECCION que cumpla con sus obligaciones y reconozca el pago de 

mis incapacidades. 

. 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
 

Fundamento esta acción en el artículo 86 de la Constitución Política de 1991 y 

sus decretos reglamentarios 2591 y 306 de 1992. 

 
ANEXOS 

 
 

 Se adjuntaron en los hechos. 

 

CUMPLIMIENTO AL ARTÍCULO 37 DE DECRETO 2591/91: JURAMENTO 
 

 
Manifiesto bajo la gravedad del juramento que el 28/10/2020 presente acción de 

tutela por el no pago de incapacidades de esas fechas, no he presentado ninguna 

solicitud de acción de tutela para que se estudie el derecho a mi pensión de acuerdo 

a hechos y derechos. 

NOTIFICACIONES 
 

Dirección para recibir comunicaciones, tanto del accionante como del accionado: 
Cl 12 A No. 71 B 61 BQ 8 Apto 203 localidad Kennedy, barrio al sacia conjunto 
mirador de castilla 2 – Bogotá. 
Correo electrónico gerney21@hotmail.com / andrestovar031@hotmail.com 

mailto:gerney21@hotmail.com
mailto:andrestovar031@hotmail.com
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Celular 3175404909 / 321 386 0490 
 
 

 
Atentamente, 

 
 
 

         
 

 
ANA CRISTINA GANTIVA 

C.C. 52.182.430 de Bogotá. 
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República de Colombia 
 

JUZGADO VEINTE DE EJECUCIÓN DE PENAS Y 
MEDIDAS DE SEGURIDAD 

Bogotá D.C., Diecisiete (17) de junio de dos mil veinticinco (2025). 

 
 ASUNTO A TRATAR 

 
Procede el Despacho a resolver la acción de TUTELA instaurada por la ciudadana Ana Cristina Gantiva 
contra Administradora de fondo de pensión Protección y/o NUEVA EPS, por la posible vulneración de 
los derechos constitucionales fundamentales. 
 

ACTUACIÓN PROCESAL 
 

1.- La demanda y su fundamento 
 
Manifiesta la accionante, que presenta acción de tutela en contra de Administradora de fondo de pensión 
Protección y/o NUEVA EPS, por la presunta vulneración a los derechos fundamentales a la Seguridad 
social, a la vida digna, al mínimo vital, la igualdad y también afecta el derecho al trabajo, en atención 
que manifiesta:   
 
“(…) Yo (Ana Cristina Gantiva) no cuento con otra fuente de ingresos para garantizar mi sostenimiento 
y el de mis hijos, esta condición PSIQUIATRICA, la negativa de Nueva E.P.S. y el fondo de pensión 
PROTECCION de NO pagar las incapacidades se traduce en la vulneración de derechos fundamentales, 
tales como el mínimo vital, seguridad social y vida digna según la ley 100 de 1993.¨” 
 
Conforme lo anterior, la accionante MARIA FERNANDA FLOREZ GOMEZ, solicita la protección de los 

derechos fundamentales: “PRIMERO: Tutelar el derecho fundamental de amparo judicial de los derechos 

fundamentales a la vida, la seguridad social y el mínimo vital, entre otros. SEGUNDO: Ordenar a la 

NUEVA EPS y/o al FONDO DE PENSION PROTECCION que cumpla con sus obligaciones y reconozca 

el pago de mis incapacidades.” 

 

2.- Actuación surtida 

 

Mediante auto del 09 de junio de 2025, este Despacho avocó el conocimiento de la presente solicitud de 

tutela y dispuso correr traslado del escrito petitorio a la NUEVA EPS, FONDO DE PENSION 

PROTECCION y JUNTA REGIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ, para que en el término de 

veinticuatro (24) horas se pronunciaran sobre las circunstancias referidas en la demanda y ejercieran su 

derecho a la defensa. 

3.- RESPUESTA DE LA ENTIDAD ACCIONADA 
 
3.1.- FONDO DE PENSIÓN PROTECCIÓN: 
 
Haciendo uso del derecho de contradicción y de defensa respecto al presente asunto, el Doctor Daniel 
Giraldo Giraldo en su calidad de Representante Legal del fondo de pensiones PROTECCIÓN S.A, 
procede a brindar respuesta en los siguientes términos:  
 
En primer lugar, advierte que la accionante presenta afiliación al fondo de pensiones obligatorias 
Protección S.A desde el 21 de febrero de 2002 y con fecha de efectividad de la afiliación del 1 de abril de 
2002 como traslado de régimen. 
 
Refiere que de lo evidenciado en el libelo de tutela y de los ciclos de incapacidades desprendidos de los 
anexos, en el caso de la referencia no se cumplen los requisitos para que las incapacidades puedan ser 
reclamadas por su representada en atención a la interrupción de las incapacidades generadas las cuales 
no superan los 180 días, las cuales deben ser pagadas por la Entidad Promotora de Salud a la cual se 
encuentre afiliada la accionante. 
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Manifiesta que, para el caso en concreto, las incapacidades reclamadas por la señora Ana Cristina 
Gantiva tienen una fecha inicial del 5 de diciembre de 2024 al 4 de marzo de 2025, evidenciándose que 
no superan los 180 días de incapacidad continua. 
 
Por otra parte, refiere la improcedencia de la acción de tutela por no cumplirse el requisito de perjuicio 
irremediable y la improcedencia de la acción de tutela por pretensión de conflicto económico. 
 
3.2 JUNTA REGIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ:  
 
Haciendo uso del derecho de contradicción y de defensa respecto al presente asunto, el doctor John 
Fernando Euscátegui Collazos en su calidad de director Administrativo de la Junta Regional de 
calificación de invalidez, procede a brindar respuesta en los siguientes términos:  
 
Que una vez revisado el expediente del paciente se evidencia que cuenta con un proceso el cual fue 
radicado por la NUEVA EPS, mismo en el cual se el médico asignado citó a valoración médica a la 
paciente para los días 29 de abril, 16 de mayo y 13 de junio de la presente anualidad.  
 
Refiere que posterior a la realización de la valoración, si el médico ponente no solicita pruebas 
adicionales, se programará el caso para presentarse en audiencia privada, y de ser aprobado el proyecto 
de calificación se emite el dictamen para posteriormente notificar o comunicar personalmente a las partes 
legalmente interesadas del dictamen. 
 
Con relación a las pretensiones plasmadas en el escrito de tutela manifiesta que son circunstancias ajenas 
a las competencias de su representada pues tienen que ver con el pago de unas incapacidades generadas 
a favor de la accionante. Por lo que solicita desvincular a la Junta Regional de Calificación de Invalidez 
pues no ha vulnerado derecho fundamental alguno. 
 
3.3. NUEVA EPS: 
 
Este Despacho dispuso dar trámite a la acción promovida por la ciudadana Ana Cristina Gantiva y 
ordenó vincular a NUEVA EPS, entidad que guardó silencio dentro del término conferido para ejercer 
su derecho de defensa, por lo que en esta oportunidad se dará aplicación al artículo 20 del Decreto 2591 
de 1991, reglamentario de la acción de tutela, que reza: 
 

"Artículo 20. Presunción de veracidad.  Si el informe no fuere rendido dentro del plazo correspondiente, se 

tendrán por ciertos los hechos y se entrará a resolver de plano, salvo que el juez estime necesaria otra 

averiguación previa". 

 

Conforme a lo anterior y teniendo en cuenta que la entidad contra quien se dirigió la presente acción de 

tutela no respondió el traslado que le hizo en su momento este Juzgado, ni justificó tal omisión, se dará 

aplicación a la presunción de veracidad. En consecuencia, los hechos expuestos por la accionante se 

asumirán como ciertos de conformidad con lo dispuesto en el art. 20 de Decreto 2591 de 1991, 

anteriormente citado. 

4. CONSIDERACIONES Y DECISION:  
 

4.1.- Naturaleza y objeto de la acción de tutela 
 
Es de amplio conocimiento que la acción de tutela tiene por objeto la protección efectiva y cierta de los 
derechos constitucionales fundamentales cuando resultan violados o amenazados por la acción u 
omisión de las autoridades, o de particulares en los específicos casos que consagra la ley, lo cual explica 
la necesidad del pronunciamiento del Juez en sentido positivo o negativo. 
 
Ello constituye a la vez, motivo suficiente para que la persona que se considera afectada pueda dirigir 
ante la autoridad judicial en procura de obtener la protección de sus garantías constitucionales cuando 
considere que están siendo vulneradas o amenazadas. 

La acción de tutela constituye un mecanismo excepcional, supletorio y residual que, en tal virtud, sólo 
procede cuando el afectado no disponga de recursos u otros medios de defensa judicial, salvo que se 
incoe como mecanismo transitorio, para evitar un perjuicio irremediable, evento en el que el afectado 
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debe hacerla valer junto con el medio de defensa a su alcance y ante el mismo juez encargado de 
resolverla; y, dado su carácter cautelar, tiene por objeto la protección efectiva e inmediatas de los 
derechos constitucionales fundamentales, cuando resultan vulnerados o amenazados por la acción u 
omisión de cualquier autoridad pública o de los particulares en los eventos señalados en la ley. 
 
Se trata de la protección de derechos fundamentales y siempre que no haya un medio ordinario de 
defensa judicial, en cuanto la acción de tutela es un mecanismo subsidiario y residual de protección. La 
Corte ha reconocido en infinidad de oportunidades que el derecho fundamental, por tratarse de un 
derecho fundamental y autónomo, es susceptible de protección por vía de tutela, lo cual ha sido 
reconocido por ese Tribunal en una evolución jurisprudencial basada en la observancia de la doctrina y 
de los instrumentos internacionales sobre la materia.  
 
Acerca de su carácter de fundamental, ha enfatizado que dada esa misma naturaleza, puede ser 
amparado a través de la acción de tutela cuando exista vulneración, amenaza o riesgo de afectación del 
mismo.  
 
3.2.- DERECHO AL MÍNIMO VITAL 
 
De acuerdo con el Artículo 86 de la Constitución Política, toda persona podrá acudir a la acción de 
tutela para reclamar la protección a sus derechos constitucionales fundamentales, y procederá contra 
toda acción u omisión de las autoridades públicas, o particulares según se trate, siempre que “el afectado 
no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para 
evitar  un perjuicio irremediable”. 
 

Respecto al derecho al mínimo vital, se tiene que es un derecho fundamental de todos los habitantes del 

territorio nacional que debe ser respetado y protegido y, que puede ser invocado a través de la acción 

de tutela cuando este resultare amenazado o vulnerado, para lo cual, los jueces constitucionales pueden 

hacer efectiva su protección y restablecer los derechos vulnerados. 

 

Y, la Declaración Universal de Derechos Humanos, dispone que “toda persona tiene derecho a un nivel de 

vida adecuado que le asegure, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, 

la vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales necesarios (…).” 

 

3.3- EL DERECHO FUNDAMENTAL A LA SEGURIDAD SOCIAL.  

 

Así lo ha sostenido el máximo Tribunal Constitucional en reiterada jurisprudencia, de la cual se presenta 

una breve reseña de los pronunciamientos más recientes sobre la materia: En la sentencia T – 314 de 2007 

sostuvo:  

 

“Conforme con lo dispuesto por el Artículo 48 de la Carta Política, a la seguridad social se le reconoce una 

doble condición, como (i) un derecho irrenunciable que se garantiza a todos los habitantes del territorio 

nacional y (ii) un servicio público de carácter obligatorio, que se presta bajo la dirección del Estado, a través 

de entidades públicas o privadas, prestación que se desarrolla con sujeción a los principios de eficiencia, 

universalidad, y solidaridad.  

 

Así pues, la jurisprudencia constitucional ha sostenido que la seguridad social es el conjunto de medidas 

institucionales que procuran por brindar las garantías necesarias para amparar los riesgos sociales, para, 

en ese sentido, generar los recursos suficientes para una subsistencia acorde con la dignidad humana. En 

ese sentido, para que dicho derecho irrenunciable pueda materializarse, se requiere de un contenido 

prestacional que exige el diseño de una estructura organizada, esto es, todo un sistema dispuesto para la 

asistencia integral en seguridad social y  

 

“orientado a procurar el bienestar del individuo y la comunidad mediante la protección de las 

contingencias que los afecten, en especial, las que menoscaban la salud, la integridad física y la capacidad 

económica”. Ahora, dentro de esas contingencias que el Sistema General en Seguridad Social pretende 

amparar, existen diversas dimensiones entre las cuales se encuentra la atención en salud. Este componente, 

se encuentra contemplado en la Constitución Política en su artículo 49, en el cual se le reconoce, también, 
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una doble connotación de derecho y deber, esto es, porque (i) es un servicio público cuya prestación y 

regulación está a cargo del Estado y (ii) es un derecho que debe ser garantizado a todas las personas. No 

obstante, su carácter prestacional, se reconoció que “el derecho fundamental a la salud es autónomo e 

irrenunciable, tanto en lo individual como en lo colectivo” susceptible de amparo a través de acción de 

tutela, para ello expuso:  

 

Frente a la procedencia de la acción de tutela, en este tipo de controversias, debemos señalar: 

“1º. Procedencia excepcional de la acción de tutela para reclamar el pago de auxilio por incapacidad. 

Principio de subsidiariedad  

1. El artículo 86 de la Constitución Política establece que la acción de tutela es un mecanismo preferente y sumario 
para la protección inmediata de los derechos fundamentales de las personas en Colombia, el cual solo procede cuando 
el afectado no cuente con otro medio de defensa judicial idóneo y eficaz. De igual manera, el artículo 6º del Decreto 
2591 de 1991 dispone que es causal de improcedencia de la acción la existencia de otros recursos o medios judiciales 
(numeral 1º). 
 

Lo anterior encuentra fundamento en el principio de subsidiaridad, el cual implica que, prima facie, la acción de 

tutela no puede desplazar los recursos judiciales ordinarios de defensa de derechos fundamentales1, en tanto son los 

jueces naturales, los competentes para conocer y determinar los litigios propios de la jurisdicción ordinaria o la 

contencioso-administrativa, según el caso.  

 

2. En virtud de tal principio, esta Corporación ha señalado que, de manera general, las acciones de tutela no 
proceden para el reconocimiento y pago de derechos de carácter económico surgidos de una relación laboral, como 
los auxilios por incapacidad, ya que los mismos son protegidos en el ordenamiento jurídico colombiano a través de 
los procesos laborales ordinarios.  
 
En efecto,  el artículo 2º del Código Procesal del Trabajo y la Seguridad Social, modificado por el artículo 622 de la 

Ley 1564 de 2012, fijó en cabeza de la jurisdicción ordinaria, en sus especialidades laboral y de la seguridad social, 

el conocimiento de “las controversias relativas a la prestación de los servicios de la seguridad social que se susciten 

entre los afiliados, beneficiarios o usuarios, los empleadores y las entidades administradoras o prestadoras, salvo los 

de responsabilidad médica y los relacionados con los contratos.”   

Así mismo, la Corte ha reiterado que el conocimiento de ese tipo de solicitudes exige la valoración de aspectos legales 

y probatorios que muchas veces escapan a la competencia del juez de tutela. De esta manera es claro que la 

improcedencia es una regla general para este tipo de solicitudes.  

3. A pesar de lo expuesto, el mismo artículo 86 constitucional establece excepciones a la regla de improcedencia al 
señalar que el amparo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que se 
utilice como mecanismo para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable; o cuando el mecanismo del que se 
dispone no resulta idóneo y/o eficaz. 
 
En otras palabras, se ha indicado que la acción de tutela procede para el reconocimiento de prestaciones 

laborales cuando: i) no existe otro medio de defensa judicial, o de existir, éste no es apto para 

salvaguardar los derechos fundamentales en juego; o ii) cuando se pruebe la posible ocurrencia de un 

perjuicio irremediable, con las características de grave, inminente y cierto, que exija la adopción de 

medidas urgentes y necesarias para la protección de derechos fundamentales. 

4. Frente a la primera hipótesis, la jurisprudencia ha desarrollado algunos parámetros adicionales que permiten a 
los jueces establecer con mayor grado de certeza la idoneidad o no de los medios ordinarios. En efecto, la edad, el 
estado de salud, las condiciones económicas, sociales y familiares son aspectos relevantes que se deben ponderar, 
cuando se exige a una persona asumir las complejidades propias de los procesos ordinarios, pues en algunos casos 
ello podría redundar en que la vulneración de un derecho fundamental se prolongue injustificadamente.  
 

Adicionalmente esta Corporación ha resaltado que cuando se busca la obtención del dinero derivado de un auxilio 

por incapacidad laboral, el juez de tutela debe considerar que la ausencia o dilación injustificada de dichos pagos 

afecta gravemente la condición económica del trabajador, así como sus derechos al mínimo vital y a la salud, pues 

éste deriva su sustento y el de su familia de su salario, que es suspendido temporalmente en razón a una afectación 

 
1 Sentencia T-480 de 2011. M. P. Luis Ernesto Vargas Silva. 
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de su salud. Así la mora en dichos pagos puede situar al reclamante en circunstancias apremiantes, que ponen en 

riesgo su subsistencia digna.  

5. Aunado a lo anterior y frente a la hipótesis del perjuicio irremediable, la jurisprudencia constitucional ha 
recalcado la necesidad de evaluar los siguientes rasgos (i) la inminencia, es decir, que la situación genera una 
amenaza que está por suceder prontamente; (ii) la gravedad, esto es, que el daño o menoscabo material o moral sea 
de gran intensidad; (iii) la necesidad urgente de protección; y (iv) el carácter inaplazable de la acción de tutela para 
que realmente pueda garantizar el restablecimiento de los derechos fundamentales de manera integral.2 
 
Por lo expuesto, si el juez verifica que el accionante se encuentra en alguna de tales hipótesis, debe considerar que 

la acción de tutela procederá, “para remover los obstáculos que enfrentan quienes soportan circunstancias de 

debilidad manifiesta, reivindicar su derecho a la igualdad real y efectiva frente a quienes no padecen esas 

contingencias y materializar los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad intrínsecos a la garantía del 

derecho fundamental a la seguridad social, dentro del cual se inscribe el derecho a recibir oportunamente el pago de 

las incapacidades laborales”3. 

6. En el caso concreto de la señora Cartagena Oviedo, es importante destacar los siguientes aspectos para 
determinar la procedencia de la acción ante la existencia de un mecanismo de defensa judicial.  
 

Sea lo primero destacar que la actora vive con su madre y con su hija, de aproximadamente 9 años. Según lo 

sostiene, su sueldo es el único ingreso que percibe, por valor aproximado de un salario mínimo, como se deriva de 

los comprobantes de pago aportados por su empleadora4. En conjunto se comprueba que la madre de la accionante 

trabaja vendiendo ropa por catálogo, sin que pueda afirmarse que consolide un ingreso estable en favor del núcleo 

familiar5.  

 

En segundo lugar, conviene enfatizar en que los dictámenes de calificación evidencian que la accionante enfrenta 

graves diagnósticos que limitan física y psicológicamente su capacidad de trabajar en un porcentaje del 45.41%.   

 

7. Así, la unicidad de su fuente de ingresos y el monto devengado, implican en los términos previamente expuestos, 
que la ausencia y la dilación de los pagos que la accionante reclama la sitúan en una circunstancia de vulnerabilidad 
que se agrava ante su estado de salud física y mental. Por lo cual, esta Sala estima que la idoneidad y la eficacia del 
medio judicial ordinario es, en este caso particular, inocua, más aún cuando de ello también se deriva que existe 
una amenaza inminente y grave sobre su mínimo vital y el de su familia, que para ser conjurada requiere de medidas 
urgentes e inaplazables.  
 

En consecuencia, esta Sala de Revisión estima que la presente acción de tutela satisface el requisito de 

subsidiariedad, pues pese a la existencia de una vía judicial ordinaria para efectuar este reclamo, la misma no 

resulta idónea. 

 

Y para el CASO EN CONCRETO, la señora Ana Cristina Gantiva en su extenso escrito de tutela relata 

las situaciones por las que ha transcurrido durante los últimos años a raíz de su enfermedad 

diagnosticada como “Esquizofrenia Paranoide Rinofaringitis Aguda”, y pretende por este medio se le 

tutelen a su favor los derechos fundamentales a la vida, seguridad social y mínimo vital entre otros, con 

el pago de unas incapacidades las cuales ya radicó ante la Nueva EPS, correspondiéndole a esta 

instancia constitucional resolver el problema jurídico consistente en determinar si la conducta de la 

mencionada entidad vulnera o no los derechos constitucionales fundamentales invocados o amenaza 

algún otro derecho que amerite su protección por este medio preferente y sumario. 

 

Frente a los temas planteados, en especial la reclamación de prestaciones económicas en este caso 

incapacidades laborales ha sido amplia y reiterativa la jurisprudencia de la Honorable Corte 

Constitucional al señalar la improcedencia de la misma, salvo en casos excepcionales, así: 

 

 
2 Esta doctrina ha sido reiterada en diversas ocasiones, ver, por ejemplo las Sentencias SU-544 de 2001, M. P. Eduardo 

Montealegre Lynett, T-1316 de 2001, M. P. (E) Rodrigo Uprimny Yepes, T-983-01, M. P. Álvaro Tafur Galvis. 

3 Sentencia T-333 de 2013, M. P. Luis Ernesto Vargas Silva.  
4 Fl. 53 a 88 cd. Corte.  
5 Fl. 39 cd. 1.  
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3.2.4 Ahora bien, respecto al reconocimiento y pago de derechos de carácter económico surgidos de una relación 

laboral, como los auxilios por incapacidad,  esta Corporación ha señalado que, en principio, no procede la acción 

tutela. Ello, por cuanto el conocimiento de ese tipo de solicitudes implica la valoración de aspectos legales y 

probatorios que muchas veces desborda las competencias del juez constitucional[64].  

En efecto,  el artículo 2º del Código Procesal del Trabajo y la Seguridad Social, modificado por el artículo 622 de la 

Ley 1564 de 2012, fijó en cabeza de la jurisdicción ordinaria, en sus especialidades laboral y de la seguridad social, 

la competencia para resolver “las controversias relativas a la prestación de los servicios de la seguridad social que 

se susciten entre los afiliados, beneficiarios o usuarios, los empleadores y las entidades administradoras o 

prestadoras, salvo los de responsabilidad médica y los relacionados con los contratos”.  

Por su parte, la Ley 1438 de 2011 en el literal g de su artículo 126[65] prevé un  trámite administrativo ante 

la Superintendencia Nacional de Salud, donde se establece, dentro de las funciones jurisdiccionales que tiene dicho 

órgano de control ,“conocer y decidir sobre el reconocimiento y pago de las prestaciones económicas por parte de las 

EPS o del empleador”.  

3.2.5 No obstante lo anterior, en lo que se relaciona específicamente con el reconocimiento de incapacidades, este 

Tribunal ha reconocido la procedencia de la acción de tutela, por considerar que el no pago de dicha prestación 

económica desconoce no sólo un derecho de índole laboral, sino también, supone la vulneración de otros derechos 

fundamentales habida cuenta de que en muchos casos, dicho ingreso constituye la única fuente de subsistencia para 

una persona y su núcleo familiar, siendo el amparo constitucional el medio más idóneo y eficaz para lograr una 

protección real e inmediata. En palabras de la Corte:  

“El no pago de una incapacidad médica constituye, en principio, el desconocimiento de un derecho de índole laboral, 

pero puede generar, además, la violación de derechos fundamentales cuando ese ingreso es la única fuente de 

subsistencia para una persona y su familia. No sólo se atenta contra el derecho al trabajo en cuanto se hacen indignas 

las condiciones del mismo sino que también se puede afectar directamente la salud y en casos extremos poner en 

peligro la vida, si la persona se siente obligada a interrumpir su licencia por enfermedad y a reiniciar sus labores 

para suministrar el necesario sustento a los suyos”[66]. 

3.2.6 En suma, ha estimado la Corte que el pago del auxilio por incapacidad garantiza el mínimo vital del trabajador 

que no puede prestar sus servicios por motivos de enfermedad y el de su núcleo familiar; además, protege sus 

derechos a la salud y a la dignidad humana, pues percibir este ingreso le permite recuperarse satisfactoriamente[67].6” 

Descendiendo en el caso de la señora Ana Cristina Gantiva es claro y puntal procedimental insoslayable, 

que estamos frente a la posibilidad de materialización de un perjuicio irremediable, puesto que el mismo 

señala y no fue controvertido por la accionada, que es quien debe asumir los gastos básicos para su 

subsistencia, así como el pago de la alimentación e incluso el mismo pago a salud como contribuyente 

independiente y que el no pago de las incapacidades de forma injustificadas transgrede sus derechos 

fundamentales, apreciación que no resulta descabellada, teniendo en cuenta la edad de la accionante y 

que la misma no cuenta con una relación laboral estable debido a su grave diagnóstico de salud mental 

que la aqueja constantemente. 

 

La constitución estableció la tutela como una acción excepcional y subsidiaria, y no alternativa. En otras 

palabras, esta figura no está prevista para que el interesado, a su arbitrio, opte, bien por acudir al juez de 

tutela o al juez ordinario, o utilizarla, cuando los mecanismos ordinarios que consagra la ley, para la 

defensa de sus derechos, no le prosperen, pues no es un recurso más. 

 

El Decreto 2591 de 1991, artículo 8º señala: “La tutela como mecanismo transitorio. Aun cuando el afectado 

disponga de otro medio de defensa judicial, la acción de tutela procederá cuando se utilice como mecanismo 

transitorio para evitar un perjuicio irremediable.” 

 

Según jurisprudencia de la Corte, las características del perjuicio irremediable son: que el perjuicio sea 

inminente, las medidas a adoptar sean urgentes, y el peligro grave, lo que determina que la acción de 

tutela sea impostergable. A más de esto, debe existir evidencia fáctica de la amenaza. Requisitos que 

como ya se ha analizado no se configuran en la particularidad en estudio. 

 

 
6 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia T – 161 de 2019. 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2019/T-161-19.htm#_ftn64
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2019/T-161-19.htm#_ftn65
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2019/T-161-19.htm#_ftn66
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2019/T-161-19.htm#_ftn67
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En el caso que nos ocupa este despacho debe reiterar que, en la situación planteada, se evidencia la 

posibilidad de ocurrencia de un perjuicio irremediable al accionante, por lo que resulta pertinente la 

intervención del Juez Constitucional en aras de remediar una situación irregular. 

 

Colofón de lo anterior la entidad accionada NUEVA EPS guardo silencio respecto de lo manifestado por 

la accionante en su libelo de tutela, aun cuando esta sede judicial requirió su pronunciamiento en dos 

oportunidades. 

 

Por otro lado, respecto de la incapacidad médica referida en el escrito de tutela por el lapso de 23 días 

entre el 6 de marzo y el 28 de marzo de 2025 emitida por la Clínica de Nuestra Señora de la Paz: 

 

 

 

 
La misma no se evidencia en el escrito de tutela que haya sido radicada ante la NUEVA EPS para su 
correspondiente homologación y pago; Por lo que se le informa a la señora ANA CRISTINA GANTIVA 
que debe realizar el trámite correspondiente por lo que no ordenará el pago de la referida incapacidad 
médica en la presente acción constitucional. 
 
Finalmente, considera este Despacho que, respecto de los demás derechos incoados por la accionante, 
los mismos no fueron vulnerados, por tanto, carece de objeto hacer pronunciamiento al respecto. 
 
Consecuente con lo manifestado y sin encontrar justificación alguna por parte de la accionada, para 

negar la prestación reclamada, se tutelará el derecho al mínimo vital en conexidad con el derecho a 

la salud y a una vida en condiciones dignas y seguridad social, en favor de la señora ANA 

CRISTINA GANTIVA. Razón por la que se ordenará al representante legal o quien haga sus veces 

de la NUEVA EPS, que DENTRO DEL DENTRO DEL TÉRMINO IMPRORROGABLE DE DÍEZ 

(10) DÍAS HÁBILES SIGUIENTES A LA NOTIFICACIÓN DEL FALLO proceda autorizar y 

pagar la suma de dinero correspondiente al auxilio por incapacidad otorgada a la accionante en los 

periodos del 5 de diciembre de 2024 al 3 de enero de 2025 (Incapacidad No. 11566517),  4 de enero 

al 2 de febrero de 2025 ( Incapacidad No. 11566551) y del 3 de febrero de al 4 de marzo de 2025 

(Incapacidad No. 11566581). 

 

Se advierte que el incumplimiento de la orden impartida por este Despacho judicial dará lugar a las 

sanciones previstas en el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991 y demás normas concordantes.  

Notifíquese esta decisión a la NUEVA EPS, JUNTA REGIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ y 
FONDO DE PENSIONES PROTECCIÓN S.A, así como a la señora ANA CRISTINA GANTIVA de 
conformidad a lo normado en los artículos 16 y 30 del Decreto 2591/91. 
 
En el caso de no ser impugnada esta determinación, remítase la actuación a la H. Corte Constitucional 
para su eventual revisión, de acuerdo a lo dispuesto en canon 31 Ibidem.- 
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En mérito de lo expuesto, EL JUZGADO VEINTE DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE 
SEGURIDAD DE BOGOTÁ D.C., 

 
R  E  S  U  E  L  V  E : 

 
PRIMERO: CONCEDER la acción de tutela interpuesta por la señora Ana Cristina Gantiva, 
consecuencia de lo cual, se amparará el derecho constitucional fundamental a la seguridad social, 

y mínimo vital, que le ha sido vulnerados por parte de la entidad accionada. 
 
SEGUNDO: ORDENAR a NUEVA EPS, si no lo ha hecho, que en el término de Díez (10) días, 

siguientes a la notificación de esta decisión, a proceda autorizar y pagar la suma de dinero 

correspondiente al auxilio por incapacidad otorgada a la accionante en los periodos del 5 de 

diciembre de 2024 al 3 de enero de 2025 (Incapacidad No. 11566517),  4 de enero al 2 de febrero de 

2025 ( Incapacidad No. 11566551) y del 3 de febrero de al 4 de marzo de 2025 (Incapacidad No. 

11566581). 

  
TERCERO: Cumplido lo anterior, la entidad accionada informará dicha circunstancia a este Despacho, 

remitiendo copia del respectivo documento y de las constancias de enteramiento al peticionario, so pena 

de incurrir en desacato. 

 

CUARTO: Desvincular al fondo de pensiones Protección S.A y a la Junta Regional de Calificación de 
Invalidez. 
 
QUINTO: Por el Centro de Servicios Administrativos de los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas 
de Seguridad de Bogotá, procédase a la notificación de esta decisión a las partes, conforme lo prevé el 
artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. 
 
SEXTO: Por el Centro de Servicios Administrativos de estos Juzgados, dese cumplimiento a las 
previsiones contenidas en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, en caso de que el fallo no fuere 
impugnado, remitir las diligencias a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión; Una vez 
retornen las diligencias de esa Corporación, remítase a su archivo definitivo. 
 

NOTIFIQUESE Y CÚMPLASE, 
 
 
 

CLAUDIA GUISELLA GUZMAN CARDENAS 

JUEZ 



Bogotá. 08 de Julio de 2025 

JUZGADO VEINTE DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE 
BOGOTÁ D.C. 

 
Acción de Tutela No.: 11001-31-87-020-2025-00067-00 
Accionante: Ana Cristina Gantiva 
Accionado: NUEVA EPS 

Referencia: Incumplimiento a orden judicial – Solicitud de incidente de desacato 

Yo, Ana Cristina Gantiva, identificada con cédula de ciudadanía No. 52.182.430,  actuando 
en nombre propio, respetuosamente me permito manifestar lo siguiente: 

HECHOS 

1. Mediante sentencia proferida el 17 de junio de 2025, dentro de la acción de tutela 
de la referencia, ese despacho CONCEDIÓ la tutela solicitada por la suscrita y 
ORDENÓ a la NUEVA EPS, en el término improrrogable de diez (10) días hábiles 
siguientes a la notificación del fallo, proceder a autorizar y pagar el auxilio por 
incapacidad correspondiente a los siguientes periodos: 

o Del 5 de diciembre de 2024 al 3 de enero de 2025 (Incapacidad No. 
11566517) 

o Del 4 de enero al 2 de febrero de 2025 (Incapacidad No. 11566551) 
o Del 3 de febrero al 4 de marzo de 2025 (Incapacidad No. 11566581) 

2. Sin embargo y sin faltar al respeto al honorable juez de la república, en la parte 
resolutiva del fallo, solo se ordenó expresamente el pago de tres incapacidades 
(del 5 de diciembre de 2024 al 4 de marzo de 2025), omitiendo la correspondiente 
al periodo del 6 al 28 de marzo de 2025, la cual fue debidamente mencionada y 
solicitada en el escrito de tutela, y cuya existencia fue acreditada con incapacidad 
médica expedida por la Clínica Nuestra Señora de la Paz: como verán en el 
fragmento que les anexo de la acción de tutela  enviada el 06 de Junio de 2025 y 
radicada en su juzgado: (…) 

 

(…) 



 

(…) 

 

(…) 

3. NUEVA INCAPACIDAD: Así mismo, informo a su despacho que posterior al fallo 
fue emitida una nueva incapacidad médica (quinta) en fecha posterior al 28 de 
marzo de 2025, también relacionada con mi misma condición de salud 
psiquiátrica, situación que me impide reincorporarme a cualquier actividad laboral. 
Esta incapacidad fue radicada debidamente ante la NUEVA EPS y no ha sido 
pagada hasta la fecha, sin que medie justificación válida. 
En ese sentido, en virtud del principio de eficacia de los derechos 
fundamentales y considerando la continuidad de mi condición médica, solicito 
respetuosamente que se ordene también el pago de esta nueva incapacidad 
dentro de este trámite si su despacho lo considera pertinente, toda vez que se 
trata de una prolongación de la afectación ya reconocida judicialmente (…) 
 



(…) 

4. A la fecha de presentación de este escrito, ha transcurrido el término legal 
otorgado, sin que NUEVA EPS haya dado cumplimiento a la orden judicial 
impartida, ni ha informado al despacho judicial sobre el cumplimiento, como lo 
dispone el fallo. 

5. Esta omisión constituye un desacato flagrante a la decisión judicial, y agrava la 
vulneración de mis derechos fundamentales, especialmente al mínimo vital y a 
la seguridad social, dado que no cuento con otra fuente de ingresos y dependo 
exclusivamente del pago de dichas incapacidades para mi sustento y el de mis hijos. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 Artículo 86 de la Constitución Política de Colombia. 
 Decreto 2591 de 1991, artículos 27 y 52. 
 Fallo de tutela proferido el 17 de junio de 2025 por el Juzgado Veinte de Ejecución 

de Penas y Medidas de Seguridad de Bogotá D.C. 

PETICIÓN 

Por lo expuesto, respetuosamente solicito: 



1. Que se inicie incidente de desacato en contra de la entidad NUEVA EPS y de su 
representante legal o quien haga sus veces, por el incumplimiento de lo ordenado 
en el fallo de tutela del 17 de junio de 2025. 

(…) 

(…) 

2. Que se ordene el pago inmediato de dicha incapacidad omitida, 
correspondiente al periodo 6 al 28 de marzo de 2025, debidamente sustentada en 
la Clínica de Nuestra Señora de la Paz. 

3. Que si es procedente, también se ordene el pago de la nueva incapacidad 
(quinta), posterior al 28 de marzo de 2025, radicada ante NUEVA EPS, 
relacionada con la misma situación médica y que continúa vulnerando mi derecho 
al mínimo vital.  

4. Que se impongan las sanciones correspondientes de acuerdo con lo dispuesto 
en el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991. 

Agradezco la atención prestada y estaré atenta a la pronta intervención de su 
despacho a mi solicitud. 

Atentamente, 

 
Ana Cristina Gantiva 
C.C. No. 52.182.430 de Bogotá 

Cel.: 3175404909/3213860490 
Dirección: Cl 12 A No. 71 B 61 Bloque 8 Apto 203 conjunto Mirador de castilla 2 - Bogotá 
Correo gerney21@hotmail.com / andrestovar031@hotmail.com  

mailto:gerney21@hotmail.com
mailto:andrestovar031@hotmail.com
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República de Colombia 
 
 

 
JUZGADO VEINTE DE EJECUCIÓN DE PENAS Y 

MEDIDAS DE SEGURIDAD 
 

Bogotá D.C., dieciséis (16) de julio de dos mil veinticinco (2025).  
 
Ingresa la actuación junto con solicitud del accionante Ana Cristina Gantiva, peticionando se 
requiera a la NUEVA EPS, a fin que dé cumplimiento a lo ordenado en el fallo de tutela de fecha 
17 de junio de 2025, conforme lo anterior y previo a iniciar el trámite del incidente de desacato 
propuesto por la accionante, conforme lo ordena el Decreto 2591 de 1991, por el Centro de 

Servicios Administrativos, córrase traslado del escrito presentado por la accionante a NUEVA 
EPS, para que en el término improrrogable de cinco (5) días contados a partir del recibo de la 
presente comunicación, acredite el cumplimiento del fallo de tutela emitido por esté Juzgado el 
día 17 de junio de 2025, para lo cual se deberá correr traslado del escrito allegado por el 
accionante, junto con sus respectivos anexos. 
 
 
ENTÉRESE y CÚMPLASE,  
 
 
 

CLAUDIA GUISELLA GUZMÁN CÁRDENAS  

JUEZ 
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República de Colombia 

 
 

 
JUZGADO VEINTE DE EJECUCIÓN DE PENAS Y 

MEDIDAS DE SEGURIDAD. 
Bogotá D.C., Calle 11 No. 9 – 24 Piso 6 Tel: 3423028  

 
Bogotá D.C., 16 de julio de 2025. 
Oficio No. 406 
 

 

Señores: 

NUEVA EPS 
secretaria.general@nuevaeps.com.co 
Bogotá. 

URGENTE 

 

REF: Acción de Tutela No. 11001 31 87 020 2025 00067 00   

 

Respetados Señores: 

 

Comedidamente y en atención a lo dispuesto en auto de la fecha, le solicito que en el término 

perentorio e improrrogable de cinco (5) días contados a partir del recibo de la presente 
comunicación, acredite el cumplimiento del fallo de tutela emitido en el radicado de la 
referencia, por este  Juzgado el día 17 de junio de 2025 de la accionante Ana Cristina Gantiva. 
 
Se advierte que, de no recibirse respuesta en el término fijado, se tendrán por ciertos los hechos 

expuestos por la denunciante y se procederá a la apertura del trámite incidental por desacato al 

fallo de tutela en mención, de conformidad con lo establecido en la Ley 2591 de 1991. 

 

Atentamente, 

 

 

CLAUDIA GUISELLA GUZMÁN CÁRDENAS  

JUEZ 

 

 

 
 
 

Adjunto lo enunciado. 
 
 
 
 

mailto:secretaria.general@nuevaeps.com.co


Bogotá, 21 de julio de 2025 

 

Señora Juez 

Juzgado 20 de ejecución de penas y medidas de seguridad. 

Ciudad. 

 

Referencia: Seguimiento al incidente de desacato – Cumplimiento de tutela 

Accionante: Ana Cristina Gantiva 

Accionado: Nueva EPS 

Respetada señora Juez: 

 

Me permito manifestarle respetuosamente que, mediante auto del 16 de julio de 2025, ese 

despacho concedió un plazo de cinco (5) días a la Nueva EPS para dar cumplimiento a lo ordenado 

en la sentencia de tutela, específicamente respecto al pago de las incapacidades reconocidas a mi 

favor. 

Dicho término comenzó a contarse a partir del 17 de julio de 2025, por lo cual el plazo vencía el día 

21 de julio de 2025. Sin embargo, a la fecha de hoy, la entidad accionada NO ha efectuado el pago 

correspondiente, incumpliendo de nuevo lo ordenado por su despacho. 

Por lo anterior, acudo nuevamente ante usted para solicitar que se adopten las medidas legales 

pertinentes frente al incumplimiento del auto proferido en el incidente de desacato, conforme lo 

establece el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991, y se impongan las sanciones a que haya lugar 

por desobedecer una orden judicial. 

Agradezco su atención y las acciones que estime pertinentes para garantizar el cumplimiento 

efectivo de los derechos protegidos. 

 

Cordialmente, 

Ana Cristina Gantiva 

52182430 de Bogotá  

CL 12 A # 71 B 61 bloque 8 Apto 203 

Celular: 3175404909 / 3213860490 

 

Correo: gerney21@hotmail.com / andrestovar031@hotmail.com 



Bogotá D.C, 24 de Julio de 2025 

Señora Jueza 
Claudia Guisella Guzmán Cárdenas 
Juzgado 20 de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad 

CC, Defensoría del Pueblo, Superintendencia nacional de salud, contraloría de la nación. 
Ciudad 

Referencia: Acción de tutela No. 11001-31-87-020-2025-00067-00 
Accionante: Ana Cristina Gantiva 
Accionado: NUEVA EPS 

Asunto: Súplica por incumplimiento del fallo de tutela – Solicitud de aplicación de 
sanciones por desacato 

Respetada señora Jueza: 

Me permito acudir nuevamente ante su despacho, de manera respetuosa y en ejercicio de 
mi derecho de petición, a fin de suplicarle muy comedidamente que se sirva hacer 
cumplir lo ordenado en el fallo de tutela proferido el 17 de junio de 2025, mediante el 
cual se ampararon mis derechos fundamentales al mínimo vital, la seguridad social y la 
vida digna, y se ordenó a la NUEVA EPS el pago de incapacidades laborales en un plazo 
de 10 días hábiles. 

Posteriormente, mediante auto del 16 de julio de 2025, su despacho concedió un último 
plazo de cinco (5) días improrrogables a la entidad accionada para dar cumplimiento a 
lo ordenado. Este término venció el 21 de julio de 2025, sin que hasta la fecha se haya 
efectuado el pago ni se haya recibido justificación alguna por parte de la NUEVA EPS, lo 
que constituye un claro y reiterado desacato a la orden judicial impartida. 

Ante esta grave situación y considerando que ya se había solicitado el inicio del trámite 
incidental por desacato que se advirtió a la entidad accionada sobre las consecuencias 
legales de no cumplir con lo ordenado, ruego a usted señora jueza se sirva proceder 
conforme a lo establecido en el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991 y demás normas 
aplicables se impongan las sanciones correspondientes a la NUEVA EPS y/o a sus 
representantes por el flagrante desacato judicial. 

Asimismo, reitero la urgencia de que se haga efectivo el pago de las incapacidades 
laborales ordenadas, ya que mi sustento y el de mi familia dependen de esos recursos, y 
la dilación injustificada agrava aún más mí ya difícil situación de salud mental y 
económica. 

Agradezco su atención y las decisiones que adopte en defensa del cumplimiento de la ley 
y la garantía efectiva de los derechos fundamentales. 

Cordialmente, 

 



 

Ana Cristina Gantiva 
C.C. 52.182.430 de Bogotá 
Dirección: Cl 12 A # 71 B 61 Bloque 8 Apto 203 - Bogotá 
Celular: 3175404909 – 3213860490 
Correo: gerney21@hotmail.com / andrestovar031@hotmail.com 
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Bogotá, 06 de  Junio de 2025 
 
SEÑOR 

JUEZ CIVIL MUNICIPAL (REPARTO) 

E. S. D. 
 
 

 
REF: ACCIÓN DE TUTELA PARA solicitar EL PAGO DE 

INCAPACIDADES – MIENTRAS LA JUNTA REGIONAL 

EMITE RESULTADOS DE SU INVESTIGACION PARA 

OBTENER MI PENSION. 

 
Accionante: Ana Cristina Gantiva. 

 
Accionado: Administradora de fondo de pensión Protección 
y/o NUEVA EPS. 

 

 
ANA CRISTINA GANTIVA, identificada como aparece al pie de mi firma, actuando 

en nombre propio, invocando el artículo 86 de la Constitución Política, acudo ante 

su Despacho para instaurar ACCIÓN DE TUTELA contra FONDO DE PENSION 

PROTECCION y NUEVA EPS, con el objeto de que se protejan los derechos 

constitucionales fundamentales que a continuación enuncio y los cuales se 

fundamentan en los siguientes hechos: 

 
HECHOS 

 
 

1. Desde el año 2000 que di a luz de mi primer hijo (Andrés David Tovar Gantiva), 

inicie a tener episodios depresivos que diagnosticaron como Bipolaridad afectiva, 

en esta época aun era una mujer que trabajaba y conseguía emplearme en el 

mundo laboral, pero a medida que paso el tiempo esta enfermedad empeoro y 

donde trabajaba fui despedida al punto de no volver a conseguir empleo formal ni 

poder trabajar de manera informal producto de mi enfermedad mental.  

2. Mi hijo de escasos 12 meses me toco dejarlo en manos de la familia de un 
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conocido que al ver mi situación se ofrecio ayudarme ya que el papa de este no 

respondido, tras de esto mi hijo es hemofilici factor B Severo el cual necesito y 

necesita de medicamento de por vida para controlar esto. 

3. En el 2007 quedo en embarazo y tengo mi segunda hija la cual bajo engaños el 

padre de la niña (Ángela Sofía Álvarez) y su familia me invitan a su finca en 

Santander de paseo, allí me dan mal trato psicológico, físico y no me dejan volver 

con mi hija a la fecha ella vive aun con ellos, esto detono más mi malestar fuera 

de ser demandada por alimentos y ser citada a Santander para fijar cuota  de 

alimentos sin tener empleo. 

4. Al no tener empleo y estar sin el apoyo de mi familia y sin trabajo me fije la idea y 

meta de no dejar de pagar mi servicio de salud y pensión, así evitaría estar 

dependiendo de otras personas cuando requiriera ser internada, lo cual a sido de 

manera cotidiana lamentablemente y mi salud mental cada día peor. 

5. En el 20217 solicito a la AFP PROTECCION  pido que se adelanten tramite de 

pensión debido a mi estado mental y por sugerencia den esa época de un 

psiquiatra, en esa época fui afiliada a MEDIDAS EPS, luego a SALUDCOOP y 

ahora a NUEVA EPS y en fondo de pensión con Protección.  
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6. La primera negación del pago de mis incapacidades estando afiliada a Medimas 

EPS por mi diagnóstico de ESQUIZOFRENIA PARANOIDE RINOFARINGITIS 

AGUDA  fue en el año 2020 y en octubre de este año MEDIMAS EPS dice que 

estas incapacidades las pagaba el fondo de pensión, el 25/01/2020 fondo de 

pensión PROTECCION me responde que debo estar calificada con concepto de 

rehabilitación favorable o desfavorable he informar que debido a esta situación me 

encuentro incapacitada de manera ininterrumpida (concepto que  MEDIMAS EPS 

dio en el tiempo que fue intervenida y fui trasladada a  NUEVA EPS). 

7. pido a Medimas EPS este concepto y El fondo de pensión PROTECCION dice 
que hay problemas porque hay 2 conceptos de rehabilitación dada por estas dos 
EPS y vuelve a salvar su responsabilidad para NO iniciar tramites de pensión y 
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pago de incapacidades  el  3/04/2020 CONCEPTO DE PRONOSTICO DE 
REHABILITACION con las siguientes Observaciones: 
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8. El 13 de Marzo de 2020 me informa Nueva EPS que han enviado concepto de no 

rehabilitación al FONDE DE PENSION PROTECCION: 
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9. Al tener este concepto solicito en las oficinas del FONDO DE PENSION 

PROTECCION en Bogotá cita para calificación laboral con medico de este fondo 

la cual fue asignada y cumplida por mí y solicite nuevamente el pago de las 

incapacidades las cuales no pagaron en esta oportunidad y el informe de la cita 

con medico laboral nunca la emitieron, ahora el FONDO DE PENSION 

PROTECCION niegan que esta cita se realizó y cuando responden algo sobre 

pagos o tramites de pensión ellos responden que tengo que ser calificada por 

medicina laboral.  

10.  Al ver que Nueva EPS ni el FONDO DE PENSION PROTECCION pagan estas 
incapacidades bajo mis conocimientos redacto TUTELA para que sea el 
Gobierno quien me apoye frente a esta vulneración de mis derechos  ya que:  
Las 
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Para mí las incapacidades laborales son sumas de dinero que sustituyen el 
salario durante el tiempo en el cual el trabajador se encuentra imposibilitado 
para desempeñar normalmente sus labores, y, son el sustento económico que 
posibilita una recuperación de la salud de manera tranquila para el sostenimiento 
del trabajador y de su grupo familiar, tutela que resolvió que la NUEVA  EPS 
pagara estas incapacidades, pero ni asi en esa época querían pagar y mediante 
un desacato obligaron a esta entidad a pagar estas la cual pago algunas de las 
incapacidades. 
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DESACATO: 
 

  
. 

11. En correo a la Nueva EPS y al fondo de pensión Protección preocupada por mi 
mal estado Psiquiátrico preguntamos que hacer para que yo sea pensionada 
además como hacemos o a donde acudimos para que paguen las incapacidades 
ya que a partir de mediados del año 2024 NO volvieron a pagar mis 
incapacidades, el 16 de agosto de 2024 Nueva EPS informa que ya estos 
datos del concepto fue enviado a protección el 23 de abril de 2020: 
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12.  El 10 de septiembre de 2024 por mi mal estado PSIQUIATRICO mi hijo envía 
derecho de petición solicitando CITA PARA VALORACION DE PERDIDA DE 

CAPACIDAD LABORAL DE MI MADRE  al fondo de pensión PROTECCION con 
copia a la Nueva EPS  
 

13. El 14 de septiembre de 2024 la Nueva EPS responde diciendo que ellos van a 
realizar esa calificación por medio de su contratista: 

 



16 | P á g i n a  

 
 

14. Sin pago de las incapacidades NUEVAS, El 19 de septiembre de 2024 NUEVA 
EPS envía  CALIFICACION DE LA PERDIDA DE LA CAPACIDAD LABORAL 
Y OCUPACIONAL (DECRETO 1507 de agosto 12 de 2014), con lo que se tuvo 
en cuenta para la calificación. 
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15. El 8 de octubre de 2024 me llega Calificación de pérdida de capacidad laboral y 
ocupacional por pronóstico DESFAVORABLE emitida por NUEVA EPS con una 
pérdida del 56, 49%: 
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16. Teniendo claro que había 10 días para alguna reclamación, pregunto y 

manifiesto que no estoy de acuerdo a la fecha de estructuración de la 



25 | P á g i n a  

calificación (fecha de estructuración: 02 de abril de 2024), debido a que este 
concepto esta dado desde el 23 de abril de 2020 además las incapacidades 
nuevas que se estaban reclamando no se han pagado. 

 
 
 
 

 
 
 

17. El 9 de octubre de 2024 envía mi hijo escribe solicitando información para proceder a 
realizar trámites de pensión con PROTECCION: 

Bogotá, 09 de octubre de 2024  

SEÑOR  
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FONDO DE PESIONES PROTECCION  

CC: Nueva EPS Ciudad  

REF: INICIO DE TRAMITE DE PENSION POR PERDIDA DE CAPACIDAD LABORAL DEL 56,49% DE MI MADRE.  

ANDRES DAVID TOVAR GANTIVA, identificada con el número de cedula No 10.1000.2989 De BOGOTA, actuando 
en representación de mí mama ANA CRISTINA GANTIVA Identificada con cedula de ciudadanía No. 52.182.430 de 
Bogotá, haciendo uso del derecho de petición consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política y 
reglamentado por la ley 1755 del 2015 y por los artículos 5 y 6 de la ley 1437 del 2011, articulo 46 y 47 de la ley 100 
de 1993, presento este derecho de petición muy respetuosamente: INICIO DE TRAMITE DE PENSION POR 
PERDIDA DE CAPACIDAD LABORAL DEL 56,49% DE MI MADRE, Valoración dada por Nueva EPS y enviada para 
iniciar tramite de pensión de mi señora madre como verán en la imagen de eta carta y la imagen de la calificación y 
sus criterios:  

 
18. Al preguntar el paso a seguir para la pensión con el Fondo de Pensión 

Protección, esta dice que no está de acuerdo con el concepto de calificación, lo 
cual esto paso a Junta regional de calificación de incapacidad Laboral de Bogotá 
y Cundinamarca y mis incapacidades pasan nuevamente al limbo donde la 
Nueva EPS dice que no paga bajo sus criterios y el fondo de pensión dice que 
ellos no pagan por sus argumentos. 
 

 
 
19. El 4 de Marzo de 2025 me citan a la primera cita con la junta regional, al ir al 

FONDO DE PENSION PROTECCION a consultar como hago para que me 

paguen mis incapacidades ya que le EPS me dice que es el fondo de PENSION 

PROTECCION el que debe pagarme las incapacidades estos me responden en 

sus oficinas que hasta que no salga el resultado de la Junta regional no pagaran.  
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. 

 

20. Fuera que llevo tramitando con la AFP PROTECCION  y NUEVA EPS mi pensión, 

casi 5 años, ahora es la falta de pago de mis incapacidades donde la NUEVA EPS 

dice que no paga estas nuevas incapacidades, porque estoy pensionada y El 

fondo de pensión Protección se niega a pagar. 

 

 

Anexo derecho de petición enviado consultando el por qué no pagan mis 

incapacidades: 
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21. La respuesta a este derecho de petición de NUEVA EPS es que no pagan por que 
estas incapacidades las cubre el FONDO DE PENSION PROTECCION, “YO NO 
ESTOY AUN PENSIONADA”: 
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22. La respuesta de AFP PROTECCION al no pago aun que tienen ya desde el 

año pasado 2024 la calificación que realizo la NUEVA EPS, siguen 
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diciendo que ellos no tienen calificación de invalidez mía y que tengo que 

sacar cita con ellos para ese fin, sabiendo ellos que  no se puede hacer otra 

calificación porque se incurre en un delito como me lo explico la NUEVA 

EPS 
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23. Ultimo comunicado del Fondo de pensión Protección donde dicen que solo 

tienen concepto del 23/04/20, ósea lo que le he hecho llegar a ellos por 

cuenta mía y los correos de nueva EPS ellos no los tienen, pero responde a 

cada uno de ellos: 
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24. Respuesta de NUEVA EPS al solicitarle al FONDO DE PENSION PROTECCION 

que si esta era la excusa de no pagar las incapacidades o pensionarme, fuera 
citada para ese fin y la NUEVA EPS me dice que si se hace otra calificación esto 
sería un delito ya que hay una calificación de parte de una entidad avalada por la 
ley Colombiana.  
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25. La NUEVA EPS también me ha solicitado explicar vacíos de mis incapacidades, 

explicación que di y les pido que solo paguen las incapacidades que tengo a la 

mano ya que hay 2 una que no me dio el pabellón de psiquiatría del hospital la 

victoria de Bogotá solo les envié la historia que no aceptaron y otra que no me 

expido el Hospital san juan de Dios de Honda Tolima.  
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26. Respuesta solicitud de explicación de vacíos a NUEVA EPS: 
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27. Epicrisis dada por la Hospital de la victoria sin entregar incapacidades ni 

documentación (esta se pidió luego para tramitar incapacidad pero no la 

entregan por ello no la pagan), ya que al darme la salida este hospital me 

saca por cuenta de ellos y me llevan donde un conocido junto a un 

encargado de la secretaria de salud y me dejan allí, se ve que entre el 

08/09/2024 al 28/09/2024 y allí dice que estuve 20 días (no me expidieron 

la incapacidad solo me dieron historia y epicrisis, NUEVA EPS no pago 

esto porque debía ser con incapacidad): 
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28. Solicite luego al Hospital san Juan de Dios que me expidiera la incapacidad 

que genero Ana cristina gantiva durante el tiempo que estuve allí pero no 

respondieron aunque esto lo pueden constatar mediante consulta a este 

hospital que está ubicado en Honda Tolima donde llegue desorientada a 

Mariquita Tolima y la policía me llevo allí a Honda y que solicitamos que me 

trasladaran a Bogotá donde resido con mi hijo pero me enviaron a Lérida 

Tolima como verán en estas incapacidades en cuestión de pago: 
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29. Luego fui internada en la clínica la paz en Bogotá incapacidad también que 

solicito el pago y no me la han pagado 
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30. Sin tener las incapacidades completas hasta la fecha con soporte tengo 133 

días más los 14/11/2024 fecha en que solicite el traslado al 4/12/24 que fui 

trasladada a Lérida Tolima (no expidieron más de 25 días de incapacidad en 

hospital san juan de Dios) , serían unos 153 días incapacitada intermitente sin 

recibir un peso de estas incapacidades como digo aquí: Las incapacidades 

laborales para mí son sumas de dinero que sustituyen el salario durante el 

tiempo en el cual el trabajador se encuentra imposibilitado para desempeñar 

normalmente sus labores, y, son el sustento económico que posibilita una 

recuperación de la salud de manera tranquila para el sostenimiento del 

trabajador y de su grupo familiar y teniendo claro que con esto mismo obtengo 

el mínimo vital que no me pagan ni la EPS ni en fondo de pensión, con esto 

pago servicio de salud, pensión, vivienda, comida y mis necesidades diarias. 
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DERECHOS VULNERADOS 
 

 

Estimo violado el derecho a la seguridad social, a la vida digna, al mínimo 

vital, la igualdad y  también afecta el derecho al trabajo, ya que la pérdida 

de capacidad laboral me ha dificultado la posibilidad de encontrar empleo 

como se lo he expuesto en esta TUTELA. (La seguridad social según: 

artículos 48 y 49 de la Constitución Política, así como por la Ley 100 de 

1993, la vida digna por artículos 1, 11, 25 y 51 de la Constitución Política, 

el mínimo vital protegido por artículo 334 de la Constitución Política y 

articulo 49 nuevamente y el 53, el derecho al trabajo me protege el artículo 

25 de la constitución Colombiana, el artículo 13 de la constitución 

Colombiana) . 

   . 

FUNDAMENTOS JURÍDICOS 
 

 

Yo (Ana Cristina Gantiva) no cuento con otra fuente de ingresos para garantizar 

mi sostenimiento y el de mis hijos, esta condición PSIQUIATRICA, la negativa de 

Nueva E.P.S. y el fondo de pensión PROTECCION de NO pagar las 

incapacidades se traduce en la vulneración de derechos fundamentales, tales como 

el mínimo vital, seguridad social y vida digna según la ley 100 de 1993. 

 
 

PRUEBAS 
 

 
Con el fin de establecer la vulneración de los derechos, solicito señor Juez se sirva 

tener en cuenta las siguientes pruebas: 

 

 El primer concepto de rehabilitación desfavorable expedido por Nueva 
EPS en el año 2020. 

 La calificación de pérdida de capacidad laboral expedida por Nueva EPS 
junto al formulario de esta calificación en el 2024. 

 Correos recibidos de la NUEVA EPS y el fondo de pensión 
PROTECCION. 

 Las nuevas incapacidades solicitadas y no pagas por ninguna de estos 
dos entidades según le corresponda por ley. 
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PRETENSIONES 
 
 

Con fundamento en los hechos relacionados, solicito al señor Juez disponer y 

ordenar a favor mío lo siguiente: 

 

PRIMERO: Tutelar el derecho fundamental de amparo judicial de los 

derechos fundamentales a la vida, la seguridad social y el mínimo vital, 

entre otros. 

 

SEGUNDO: Ordenar  a la NUEVA EPS y/o al FONDO DE PENSION 

PROTECCION que cumpla con sus obligaciones y reconozca el pago de 

mis incapacidades. 

. 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
 

Fundamento esta acción en el artículo 86 de la Constitución Política de 1991 y 

sus decretos reglamentarios 2591 y 306 de 1992. 

 
ANEXOS 

 
 

 Se adjuntaron en los hechos. 

 

CUMPLIMIENTO AL ARTÍCULO 37 DE DECRETO 2591/91: JURAMENTO 
 

 
Manifiesto bajo la gravedad del juramento que el 28/10/2020 presente acción de 

tutela por el no pago de incapacidades de esas fechas, no he presentado ninguna 

solicitud de acción de tutela para que se estudie el derecho a mi pensión de acuerdo 

a hechos y derechos. 

NOTIFICACIONES 
 

Dirección para recibir comunicaciones, tanto del accionante como del accionado: 
Cl 12 A No. 71 B 61 BQ 8 Apto 203 localidad Kennedy, barrio al sacia conjunto 
mirador de castilla 2 – Bogotá. 
Correo electrónico gerney21@hotmail.com / andrestovar031@hotmail.com 

mailto:gerney21@hotmail.com
mailto:andrestovar031@hotmail.com
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Celular 3175404909 / 321 386 0490 
 
 

 
Atentamente, 

 
 
 

         
 

 
ANA CRISTINA GANTIVA 

C.C. 52.182.430 de Bogotá. 
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República de Colombia 
 

JUZGADO VEINTE DE EJECUCIÓN DE PENAS Y 
MEDIDAS DE SEGURIDAD 

Bogotá D.C., Diecisiete (17) de junio de dos mil veinticinco (2025). 

 
 ASUNTO A TRATAR 

 
Procede el Despacho a resolver la acción de TUTELA instaurada por la ciudadana Ana Cristina Gantiva 
contra Administradora de fondo de pensión Protección y/o NUEVA EPS, por la posible vulneración de 
los derechos constitucionales fundamentales. 
 

ACTUACIÓN PROCESAL 
 

1.- La demanda y su fundamento 
 
Manifiesta la accionante, que presenta acción de tutela en contra de Administradora de fondo de pensión 
Protección y/o NUEVA EPS, por la presunta vulneración a los derechos fundamentales a la Seguridad 
social, a la vida digna, al mínimo vital, la igualdad y también afecta el derecho al trabajo, en atención 
que manifiesta:   
 
“(…) Yo (Ana Cristina Gantiva) no cuento con otra fuente de ingresos para garantizar mi sostenimiento 
y el de mis hijos, esta condición PSIQUIATRICA, la negativa de Nueva E.P.S. y el fondo de pensión 
PROTECCION de NO pagar las incapacidades se traduce en la vulneración de derechos fundamentales, 
tales como el mínimo vital, seguridad social y vida digna según la ley 100 de 1993.¨” 
 
Conforme lo anterior, la accionante MARIA FERNANDA FLOREZ GOMEZ, solicita la protección de los 

derechos fundamentales: “PRIMERO: Tutelar el derecho fundamental de amparo judicial de los derechos 

fundamentales a la vida, la seguridad social y el mínimo vital, entre otros. SEGUNDO: Ordenar a la 

NUEVA EPS y/o al FONDO DE PENSION PROTECCION que cumpla con sus obligaciones y reconozca 

el pago de mis incapacidades.” 

 

2.- Actuación surtida 

 

Mediante auto del 09 de junio de 2025, este Despacho avocó el conocimiento de la presente solicitud de 

tutela y dispuso correr traslado del escrito petitorio a la NUEVA EPS, FONDO DE PENSION 

PROTECCION y JUNTA REGIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ, para que en el término de 

veinticuatro (24) horas se pronunciaran sobre las circunstancias referidas en la demanda y ejercieran su 

derecho a la defensa. 

3.- RESPUESTA DE LA ENTIDAD ACCIONADA 
 
3.1.- FONDO DE PENSIÓN PROTECCIÓN: 
 
Haciendo uso del derecho de contradicción y de defensa respecto al presente asunto, el Doctor Daniel 
Giraldo Giraldo en su calidad de Representante Legal del fondo de pensiones PROTECCIÓN S.A, 
procede a brindar respuesta en los siguientes términos:  
 
En primer lugar, advierte que la accionante presenta afiliación al fondo de pensiones obligatorias 
Protección S.A desde el 21 de febrero de 2002 y con fecha de efectividad de la afiliación del 1 de abril de 
2002 como traslado de régimen. 
 
Refiere que de lo evidenciado en el libelo de tutela y de los ciclos de incapacidades desprendidos de los 
anexos, en el caso de la referencia no se cumplen los requisitos para que las incapacidades puedan ser 
reclamadas por su representada en atención a la interrupción de las incapacidades generadas las cuales 
no superan los 180 días, las cuales deben ser pagadas por la Entidad Promotora de Salud a la cual se 
encuentre afiliada la accionante. 
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Manifiesta que, para el caso en concreto, las incapacidades reclamadas por la señora Ana Cristina 
Gantiva tienen una fecha inicial del 5 de diciembre de 2024 al 4 de marzo de 2025, evidenciándose que 
no superan los 180 días de incapacidad continua. 
 
Por otra parte, refiere la improcedencia de la acción de tutela por no cumplirse el requisito de perjuicio 
irremediable y la improcedencia de la acción de tutela por pretensión de conflicto económico. 
 
3.2 JUNTA REGIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ:  
 
Haciendo uso del derecho de contradicción y de defensa respecto al presente asunto, el doctor John 
Fernando Euscátegui Collazos en su calidad de director Administrativo de la Junta Regional de 
calificación de invalidez, procede a brindar respuesta en los siguientes términos:  
 
Que una vez revisado el expediente del paciente se evidencia que cuenta con un proceso el cual fue 
radicado por la NUEVA EPS, mismo en el cual se el médico asignado citó a valoración médica a la 
paciente para los días 29 de abril, 16 de mayo y 13 de junio de la presente anualidad.  
 
Refiere que posterior a la realización de la valoración, si el médico ponente no solicita pruebas 
adicionales, se programará el caso para presentarse en audiencia privada, y de ser aprobado el proyecto 
de calificación se emite el dictamen para posteriormente notificar o comunicar personalmente a las partes 
legalmente interesadas del dictamen. 
 
Con relación a las pretensiones plasmadas en el escrito de tutela manifiesta que son circunstancias ajenas 
a las competencias de su representada pues tienen que ver con el pago de unas incapacidades generadas 
a favor de la accionante. Por lo que solicita desvincular a la Junta Regional de Calificación de Invalidez 
pues no ha vulnerado derecho fundamental alguno. 
 
3.3. NUEVA EPS: 
 
Este Despacho dispuso dar trámite a la acción promovida por la ciudadana Ana Cristina Gantiva y 
ordenó vincular a NUEVA EPS, entidad que guardó silencio dentro del término conferido para ejercer 
su derecho de defensa, por lo que en esta oportunidad se dará aplicación al artículo 20 del Decreto 2591 
de 1991, reglamentario de la acción de tutela, que reza: 
 

"Artículo 20. Presunción de veracidad.  Si el informe no fuere rendido dentro del plazo correspondiente, se 

tendrán por ciertos los hechos y se entrará a resolver de plano, salvo que el juez estime necesaria otra 

averiguación previa". 

 

Conforme a lo anterior y teniendo en cuenta que la entidad contra quien se dirigió la presente acción de 

tutela no respondió el traslado que le hizo en su momento este Juzgado, ni justificó tal omisión, se dará 

aplicación a la presunción de veracidad. En consecuencia, los hechos expuestos por la accionante se 

asumirán como ciertos de conformidad con lo dispuesto en el art. 20 de Decreto 2591 de 1991, 

anteriormente citado. 

4. CONSIDERACIONES Y DECISION:  
 

4.1.- Naturaleza y objeto de la acción de tutela 
 
Es de amplio conocimiento que la acción de tutela tiene por objeto la protección efectiva y cierta de los 
derechos constitucionales fundamentales cuando resultan violados o amenazados por la acción u 
omisión de las autoridades, o de particulares en los específicos casos que consagra la ley, lo cual explica 
la necesidad del pronunciamiento del Juez en sentido positivo o negativo. 
 
Ello constituye a la vez, motivo suficiente para que la persona que se considera afectada pueda dirigir 
ante la autoridad judicial en procura de obtener la protección de sus garantías constitucionales cuando 
considere que están siendo vulneradas o amenazadas. 

La acción de tutela constituye un mecanismo excepcional, supletorio y residual que, en tal virtud, sólo 
procede cuando el afectado no disponga de recursos u otros medios de defensa judicial, salvo que se 
incoe como mecanismo transitorio, para evitar un perjuicio irremediable, evento en el que el afectado 
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debe hacerla valer junto con el medio de defensa a su alcance y ante el mismo juez encargado de 
resolverla; y, dado su carácter cautelar, tiene por objeto la protección efectiva e inmediatas de los 
derechos constitucionales fundamentales, cuando resultan vulnerados o amenazados por la acción u 
omisión de cualquier autoridad pública o de los particulares en los eventos señalados en la ley. 
 
Se trata de la protección de derechos fundamentales y siempre que no haya un medio ordinario de 
defensa judicial, en cuanto la acción de tutela es un mecanismo subsidiario y residual de protección. La 
Corte ha reconocido en infinidad de oportunidades que el derecho fundamental, por tratarse de un 
derecho fundamental y autónomo, es susceptible de protección por vía de tutela, lo cual ha sido 
reconocido por ese Tribunal en una evolución jurisprudencial basada en la observancia de la doctrina y 
de los instrumentos internacionales sobre la materia.  
 
Acerca de su carácter de fundamental, ha enfatizado que dada esa misma naturaleza, puede ser 
amparado a través de la acción de tutela cuando exista vulneración, amenaza o riesgo de afectación del 
mismo.  
 
3.2.- DERECHO AL MÍNIMO VITAL 
 
De acuerdo con el Artículo 86 de la Constitución Política, toda persona podrá acudir a la acción de 
tutela para reclamar la protección a sus derechos constitucionales fundamentales, y procederá contra 
toda acción u omisión de las autoridades públicas, o particulares según se trate, siempre que “el afectado 
no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para 
evitar  un perjuicio irremediable”. 
 

Respecto al derecho al mínimo vital, se tiene que es un derecho fundamental de todos los habitantes del 

territorio nacional que debe ser respetado y protegido y, que puede ser invocado a través de la acción 

de tutela cuando este resultare amenazado o vulnerado, para lo cual, los jueces constitucionales pueden 

hacer efectiva su protección y restablecer los derechos vulnerados. 

 

Y, la Declaración Universal de Derechos Humanos, dispone que “toda persona tiene derecho a un nivel de 

vida adecuado que le asegure, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, 

la vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales necesarios (…).” 

 

3.3- EL DERECHO FUNDAMENTAL A LA SEGURIDAD SOCIAL.  

 

Así lo ha sostenido el máximo Tribunal Constitucional en reiterada jurisprudencia, de la cual se presenta 

una breve reseña de los pronunciamientos más recientes sobre la materia: En la sentencia T – 314 de 2007 

sostuvo:  

 

“Conforme con lo dispuesto por el Artículo 48 de la Carta Política, a la seguridad social se le reconoce una 

doble condición, como (i) un derecho irrenunciable que se garantiza a todos los habitantes del territorio 

nacional y (ii) un servicio público de carácter obligatorio, que se presta bajo la dirección del Estado, a través 

de entidades públicas o privadas, prestación que se desarrolla con sujeción a los principios de eficiencia, 

universalidad, y solidaridad.  

 

Así pues, la jurisprudencia constitucional ha sostenido que la seguridad social es el conjunto de medidas 

institucionales que procuran por brindar las garantías necesarias para amparar los riesgos sociales, para, 

en ese sentido, generar los recursos suficientes para una subsistencia acorde con la dignidad humana. En 

ese sentido, para que dicho derecho irrenunciable pueda materializarse, se requiere de un contenido 

prestacional que exige el diseño de una estructura organizada, esto es, todo un sistema dispuesto para la 

asistencia integral en seguridad social y  

 

“orientado a procurar el bienestar del individuo y la comunidad mediante la protección de las 

contingencias que los afecten, en especial, las que menoscaban la salud, la integridad física y la capacidad 

económica”. Ahora, dentro de esas contingencias que el Sistema General en Seguridad Social pretende 

amparar, existen diversas dimensiones entre las cuales se encuentra la atención en salud. Este componente, 

se encuentra contemplado en la Constitución Política en su artículo 49, en el cual se le reconoce, también, 
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una doble connotación de derecho y deber, esto es, porque (i) es un servicio público cuya prestación y 

regulación está a cargo del Estado y (ii) es un derecho que debe ser garantizado a todas las personas. No 

obstante, su carácter prestacional, se reconoció que “el derecho fundamental a la salud es autónomo e 

irrenunciable, tanto en lo individual como en lo colectivo” susceptible de amparo a través de acción de 

tutela, para ello expuso:  

 

Frente a la procedencia de la acción de tutela, en este tipo de controversias, debemos señalar: 

“1º. Procedencia excepcional de la acción de tutela para reclamar el pago de auxilio por incapacidad. 

Principio de subsidiariedad  

1. El artículo 86 de la Constitución Política establece que la acción de tutela es un mecanismo preferente y sumario 
para la protección inmediata de los derechos fundamentales de las personas en Colombia, el cual solo procede cuando 
el afectado no cuente con otro medio de defensa judicial idóneo y eficaz. De igual manera, el artículo 6º del Decreto 
2591 de 1991 dispone que es causal de improcedencia de la acción la existencia de otros recursos o medios judiciales 
(numeral 1º). 
 

Lo anterior encuentra fundamento en el principio de subsidiaridad, el cual implica que, prima facie, la acción de 

tutela no puede desplazar los recursos judiciales ordinarios de defensa de derechos fundamentales1, en tanto son los 

jueces naturales, los competentes para conocer y determinar los litigios propios de la jurisdicción ordinaria o la 

contencioso-administrativa, según el caso.  

 

2. En virtud de tal principio, esta Corporación ha señalado que, de manera general, las acciones de tutela no 
proceden para el reconocimiento y pago de derechos de carácter económico surgidos de una relación laboral, como 
los auxilios por incapacidad, ya que los mismos son protegidos en el ordenamiento jurídico colombiano a través de 
los procesos laborales ordinarios.  
 
En efecto,  el artículo 2º del Código Procesal del Trabajo y la Seguridad Social, modificado por el artículo 622 de la 

Ley 1564 de 2012, fijó en cabeza de la jurisdicción ordinaria, en sus especialidades laboral y de la seguridad social, 

el conocimiento de “las controversias relativas a la prestación de los servicios de la seguridad social que se susciten 

entre los afiliados, beneficiarios o usuarios, los empleadores y las entidades administradoras o prestadoras, salvo los 

de responsabilidad médica y los relacionados con los contratos.”   

Así mismo, la Corte ha reiterado que el conocimiento de ese tipo de solicitudes exige la valoración de aspectos legales 

y probatorios que muchas veces escapan a la competencia del juez de tutela. De esta manera es claro que la 

improcedencia es una regla general para este tipo de solicitudes.  

3. A pesar de lo expuesto, el mismo artículo 86 constitucional establece excepciones a la regla de improcedencia al 
señalar que el amparo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que se 
utilice como mecanismo para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable; o cuando el mecanismo del que se 
dispone no resulta idóneo y/o eficaz. 
 
En otras palabras, se ha indicado que la acción de tutela procede para el reconocimiento de prestaciones 

laborales cuando: i) no existe otro medio de defensa judicial, o de existir, éste no es apto para 

salvaguardar los derechos fundamentales en juego; o ii) cuando se pruebe la posible ocurrencia de un 

perjuicio irremediable, con las características de grave, inminente y cierto, que exija la adopción de 

medidas urgentes y necesarias para la protección de derechos fundamentales. 

4. Frente a la primera hipótesis, la jurisprudencia ha desarrollado algunos parámetros adicionales que permiten a 
los jueces establecer con mayor grado de certeza la idoneidad o no de los medios ordinarios. En efecto, la edad, el 
estado de salud, las condiciones económicas, sociales y familiares son aspectos relevantes que se deben ponderar, 
cuando se exige a una persona asumir las complejidades propias de los procesos ordinarios, pues en algunos casos 
ello podría redundar en que la vulneración de un derecho fundamental se prolongue injustificadamente.  
 

Adicionalmente esta Corporación ha resaltado que cuando se busca la obtención del dinero derivado de un auxilio 

por incapacidad laboral, el juez de tutela debe considerar que la ausencia o dilación injustificada de dichos pagos 

afecta gravemente la condición económica del trabajador, así como sus derechos al mínimo vital y a la salud, pues 

éste deriva su sustento y el de su familia de su salario, que es suspendido temporalmente en razón a una afectación 

 
1 Sentencia T-480 de 2011. M. P. Luis Ernesto Vargas Silva. 
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de su salud. Así la mora en dichos pagos puede situar al reclamante en circunstancias apremiantes, que ponen en 

riesgo su subsistencia digna.  

5. Aunado a lo anterior y frente a la hipótesis del perjuicio irremediable, la jurisprudencia constitucional ha 
recalcado la necesidad de evaluar los siguientes rasgos (i) la inminencia, es decir, que la situación genera una 
amenaza que está por suceder prontamente; (ii) la gravedad, esto es, que el daño o menoscabo material o moral sea 
de gran intensidad; (iii) la necesidad urgente de protección; y (iv) el carácter inaplazable de la acción de tutela para 
que realmente pueda garantizar el restablecimiento de los derechos fundamentales de manera integral.2 
 
Por lo expuesto, si el juez verifica que el accionante se encuentra en alguna de tales hipótesis, debe considerar que 

la acción de tutela procederá, “para remover los obstáculos que enfrentan quienes soportan circunstancias de 

debilidad manifiesta, reivindicar su derecho a la igualdad real y efectiva frente a quienes no padecen esas 

contingencias y materializar los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad intrínsecos a la garantía del 

derecho fundamental a la seguridad social, dentro del cual se inscribe el derecho a recibir oportunamente el pago de 

las incapacidades laborales”3. 

6. En el caso concreto de la señora Cartagena Oviedo, es importante destacar los siguientes aspectos para 
determinar la procedencia de la acción ante la existencia de un mecanismo de defensa judicial.  
 

Sea lo primero destacar que la actora vive con su madre y con su hija, de aproximadamente 9 años. Según lo 

sostiene, su sueldo es el único ingreso que percibe, por valor aproximado de un salario mínimo, como se deriva de 

los comprobantes de pago aportados por su empleadora4. En conjunto se comprueba que la madre de la accionante 

trabaja vendiendo ropa por catálogo, sin que pueda afirmarse que consolide un ingreso estable en favor del núcleo 

familiar5.  

 

En segundo lugar, conviene enfatizar en que los dictámenes de calificación evidencian que la accionante enfrenta 

graves diagnósticos que limitan física y psicológicamente su capacidad de trabajar en un porcentaje del 45.41%.   

 

7. Así, la unicidad de su fuente de ingresos y el monto devengado, implican en los términos previamente expuestos, 
que la ausencia y la dilación de los pagos que la accionante reclama la sitúan en una circunstancia de vulnerabilidad 
que se agrava ante su estado de salud física y mental. Por lo cual, esta Sala estima que la idoneidad y la eficacia del 
medio judicial ordinario es, en este caso particular, inocua, más aún cuando de ello también se deriva que existe 
una amenaza inminente y grave sobre su mínimo vital y el de su familia, que para ser conjurada requiere de medidas 
urgentes e inaplazables.  
 

En consecuencia, esta Sala de Revisión estima que la presente acción de tutela satisface el requisito de 

subsidiariedad, pues pese a la existencia de una vía judicial ordinaria para efectuar este reclamo, la misma no 

resulta idónea. 

 

Y para el CASO EN CONCRETO, la señora Ana Cristina Gantiva en su extenso escrito de tutela relata 

las situaciones por las que ha transcurrido durante los últimos años a raíz de su enfermedad 

diagnosticada como “Esquizofrenia Paranoide Rinofaringitis Aguda”, y pretende por este medio se le 

tutelen a su favor los derechos fundamentales a la vida, seguridad social y mínimo vital entre otros, con 

el pago de unas incapacidades las cuales ya radicó ante la Nueva EPS, correspondiéndole a esta 

instancia constitucional resolver el problema jurídico consistente en determinar si la conducta de la 

mencionada entidad vulnera o no los derechos constitucionales fundamentales invocados o amenaza 

algún otro derecho que amerite su protección por este medio preferente y sumario. 

 

Frente a los temas planteados, en especial la reclamación de prestaciones económicas en este caso 

incapacidades laborales ha sido amplia y reiterativa la jurisprudencia de la Honorable Corte 

Constitucional al señalar la improcedencia de la misma, salvo en casos excepcionales, así: 

 

 
2 Esta doctrina ha sido reiterada en diversas ocasiones, ver, por ejemplo las Sentencias SU-544 de 2001, M. P. Eduardo 

Montealegre Lynett, T-1316 de 2001, M. P. (E) Rodrigo Uprimny Yepes, T-983-01, M. P. Álvaro Tafur Galvis. 

3 Sentencia T-333 de 2013, M. P. Luis Ernesto Vargas Silva.  
4 Fl. 53 a 88 cd. Corte.  
5 Fl. 39 cd. 1.  
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3.2.4 Ahora bien, respecto al reconocimiento y pago de derechos de carácter económico surgidos de una relación 

laboral, como los auxilios por incapacidad,  esta Corporación ha señalado que, en principio, no procede la acción 

tutela. Ello, por cuanto el conocimiento de ese tipo de solicitudes implica la valoración de aspectos legales y 

probatorios que muchas veces desborda las competencias del juez constitucional[64].  

En efecto,  el artículo 2º del Código Procesal del Trabajo y la Seguridad Social, modificado por el artículo 622 de la 

Ley 1564 de 2012, fijó en cabeza de la jurisdicción ordinaria, en sus especialidades laboral y de la seguridad social, 

la competencia para resolver “las controversias relativas a la prestación de los servicios de la seguridad social que 

se susciten entre los afiliados, beneficiarios o usuarios, los empleadores y las entidades administradoras o 

prestadoras, salvo los de responsabilidad médica y los relacionados con los contratos”.  

Por su parte, la Ley 1438 de 2011 en el literal g de su artículo 126[65] prevé un  trámite administrativo ante 

la Superintendencia Nacional de Salud, donde se establece, dentro de las funciones jurisdiccionales que tiene dicho 

órgano de control ,“conocer y decidir sobre el reconocimiento y pago de las prestaciones económicas por parte de las 

EPS o del empleador”.  

3.2.5 No obstante lo anterior, en lo que se relaciona específicamente con el reconocimiento de incapacidades, este 

Tribunal ha reconocido la procedencia de la acción de tutela, por considerar que el no pago de dicha prestación 

económica desconoce no sólo un derecho de índole laboral, sino también, supone la vulneración de otros derechos 

fundamentales habida cuenta de que en muchos casos, dicho ingreso constituye la única fuente de subsistencia para 

una persona y su núcleo familiar, siendo el amparo constitucional el medio más idóneo y eficaz para lograr una 

protección real e inmediata. En palabras de la Corte:  

“El no pago de una incapacidad médica constituye, en principio, el desconocimiento de un derecho de índole laboral, 

pero puede generar, además, la violación de derechos fundamentales cuando ese ingreso es la única fuente de 

subsistencia para una persona y su familia. No sólo se atenta contra el derecho al trabajo en cuanto se hacen indignas 

las condiciones del mismo sino que también se puede afectar directamente la salud y en casos extremos poner en 

peligro la vida, si la persona se siente obligada a interrumpir su licencia por enfermedad y a reiniciar sus labores 

para suministrar el necesario sustento a los suyos”[66]. 

3.2.6 En suma, ha estimado la Corte que el pago del auxilio por incapacidad garantiza el mínimo vital del trabajador 

que no puede prestar sus servicios por motivos de enfermedad y el de su núcleo familiar; además, protege sus 

derechos a la salud y a la dignidad humana, pues percibir este ingreso le permite recuperarse satisfactoriamente[67].6” 

Descendiendo en el caso de la señora Ana Cristina Gantiva es claro y puntal procedimental insoslayable, 

que estamos frente a la posibilidad de materialización de un perjuicio irremediable, puesto que el mismo 

señala y no fue controvertido por la accionada, que es quien debe asumir los gastos básicos para su 

subsistencia, así como el pago de la alimentación e incluso el mismo pago a salud como contribuyente 

independiente y que el no pago de las incapacidades de forma injustificadas transgrede sus derechos 

fundamentales, apreciación que no resulta descabellada, teniendo en cuenta la edad de la accionante y 

que la misma no cuenta con una relación laboral estable debido a su grave diagnóstico de salud mental 

que la aqueja constantemente. 

 

La constitución estableció la tutela como una acción excepcional y subsidiaria, y no alternativa. En otras 

palabras, esta figura no está prevista para que el interesado, a su arbitrio, opte, bien por acudir al juez de 

tutela o al juez ordinario, o utilizarla, cuando los mecanismos ordinarios que consagra la ley, para la 

defensa de sus derechos, no le prosperen, pues no es un recurso más. 

 

El Decreto 2591 de 1991, artículo 8º señala: “La tutela como mecanismo transitorio. Aun cuando el afectado 

disponga de otro medio de defensa judicial, la acción de tutela procederá cuando se utilice como mecanismo 

transitorio para evitar un perjuicio irremediable.” 

 

Según jurisprudencia de la Corte, las características del perjuicio irremediable son: que el perjuicio sea 

inminente, las medidas a adoptar sean urgentes, y el peligro grave, lo que determina que la acción de 

tutela sea impostergable. A más de esto, debe existir evidencia fáctica de la amenaza. Requisitos que 

como ya se ha analizado no se configuran en la particularidad en estudio. 

 

 
6 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia T – 161 de 2019. 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2019/T-161-19.htm#_ftn64
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2019/T-161-19.htm#_ftn65
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2019/T-161-19.htm#_ftn66
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2019/T-161-19.htm#_ftn67
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En el caso que nos ocupa este despacho debe reiterar que, en la situación planteada, se evidencia la 

posibilidad de ocurrencia de un perjuicio irremediable al accionante, por lo que resulta pertinente la 

intervención del Juez Constitucional en aras de remediar una situación irregular. 

 

Colofón de lo anterior la entidad accionada NUEVA EPS guardo silencio respecto de lo manifestado por 

la accionante en su libelo de tutela, aun cuando esta sede judicial requirió su pronunciamiento en dos 

oportunidades. 

 

Por otro lado, respecto de la incapacidad médica referida en el escrito de tutela por el lapso de 23 días 

entre el 6 de marzo y el 28 de marzo de 2025 emitida por la Clínica de Nuestra Señora de la Paz: 

 

 

 

 
La misma no se evidencia en el escrito de tutela que haya sido radicada ante la NUEVA EPS para su 
correspondiente homologación y pago; Por lo que se le informa a la señora ANA CRISTINA GANTIVA 
que debe realizar el trámite correspondiente por lo que no ordenará el pago de la referida incapacidad 
médica en la presente acción constitucional. 
 
Finalmente, considera este Despacho que, respecto de los demás derechos incoados por la accionante, 
los mismos no fueron vulnerados, por tanto, carece de objeto hacer pronunciamiento al respecto. 
 
Consecuente con lo manifestado y sin encontrar justificación alguna por parte de la accionada, para 

negar la prestación reclamada, se tutelará el derecho al mínimo vital en conexidad con el derecho a 

la salud y a una vida en condiciones dignas y seguridad social, en favor de la señora ANA 

CRISTINA GANTIVA. Razón por la que se ordenará al representante legal o quien haga sus veces 

de la NUEVA EPS, que DENTRO DEL DENTRO DEL TÉRMINO IMPRORROGABLE DE DÍEZ 

(10) DÍAS HÁBILES SIGUIENTES A LA NOTIFICACIÓN DEL FALLO proceda autorizar y 

pagar la suma de dinero correspondiente al auxilio por incapacidad otorgada a la accionante en los 

periodos del 5 de diciembre de 2024 al 3 de enero de 2025 (Incapacidad No. 11566517),  4 de enero 

al 2 de febrero de 2025 ( Incapacidad No. 11566551) y del 3 de febrero de al 4 de marzo de 2025 

(Incapacidad No. 11566581). 

 

Se advierte que el incumplimiento de la orden impartida por este Despacho judicial dará lugar a las 

sanciones previstas en el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991 y demás normas concordantes.  

Notifíquese esta decisión a la NUEVA EPS, JUNTA REGIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ y 
FONDO DE PENSIONES PROTECCIÓN S.A, así como a la señora ANA CRISTINA GANTIVA de 
conformidad a lo normado en los artículos 16 y 30 del Decreto 2591/91. 
 
En el caso de no ser impugnada esta determinación, remítase la actuación a la H. Corte Constitucional 
para su eventual revisión, de acuerdo a lo dispuesto en canon 31 Ibidem.- 
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En mérito de lo expuesto, EL JUZGADO VEINTE DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE 
SEGURIDAD DE BOGOTÁ D.C., 

 
R  E  S  U  E  L  V  E : 

 
PRIMERO: CONCEDER la acción de tutela interpuesta por la señora Ana Cristina Gantiva, 
consecuencia de lo cual, se amparará el derecho constitucional fundamental a la seguridad social, 

y mínimo vital, que le ha sido vulnerados por parte de la entidad accionada. 
 
SEGUNDO: ORDENAR a NUEVA EPS, si no lo ha hecho, que en el término de Díez (10) días, 

siguientes a la notificación de esta decisión, a proceda autorizar y pagar la suma de dinero 

correspondiente al auxilio por incapacidad otorgada a la accionante en los periodos del 5 de 

diciembre de 2024 al 3 de enero de 2025 (Incapacidad No. 11566517),  4 de enero al 2 de febrero de 

2025 ( Incapacidad No. 11566551) y del 3 de febrero de al 4 de marzo de 2025 (Incapacidad No. 

11566581). 

  
TERCERO: Cumplido lo anterior, la entidad accionada informará dicha circunstancia a este Despacho, 

remitiendo copia del respectivo documento y de las constancias de enteramiento al peticionario, so pena 

de incurrir en desacato. 

 

CUARTO: Desvincular al fondo de pensiones Protección S.A y a la Junta Regional de Calificación de 
Invalidez. 
 
QUINTO: Por el Centro de Servicios Administrativos de los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas 
de Seguridad de Bogotá, procédase a la notificación de esta decisión a las partes, conforme lo prevé el 
artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. 
 
SEXTO: Por el Centro de Servicios Administrativos de estos Juzgados, dese cumplimiento a las 
previsiones contenidas en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, en caso de que el fallo no fuere 
impugnado, remitir las diligencias a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión; Una vez 
retornen las diligencias de esa Corporación, remítase a su archivo definitivo. 
 

NOTIFIQUESE Y CÚMPLASE, 
 
 
 

CLAUDIA GUISELLA GUZMAN CARDENAS 

JUEZ 



Bogotá. 08 de Julio de 2025 

JUZGADO VEINTE DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD 

DE BOGOTÁ D.C. 
Acción de Tutela No.: 11001-31-87-020-2025-00067-00 

Accionante: Ana Cristina Gantiva 

Accionado: NUEVA EPS 

Referencia: Incumplimiento a orden judicial – Solicitud de incidente de desacato 

Yo, Ana Cristina Gantiva, identificada con cédula de ciudadanía No. 52.182.430,  

actuando en nombre propio, respetuosamente me permito manifestar lo siguiente: 

HECHOS 

1. Mediante sentencia proferida el 17 de junio de 2025, dentro de la acción de tutela 

de la referencia, ese despacho CONCEDIÓ la tutela solicitada por la suscrita y 

ORDENÓ a la NUEVA EPS, en el término improrrogable de diez (10) días 

hábiles siguientes a la notificación del fallo, proceder a autorizar y pagar el 

auxilio por incapacidad correspondiente a los siguientes periodos: 

o Del 5 de diciembre de 2024 al 3 de enero de 2025 (Incapacidad No. 

11566517) 

o Del 4 de enero al 2 de febrero de 2025 (Incapacidad No. 11566551) 

o Del 3 de febrero al 4 de marzo de 2025 (Incapacidad No. 11566581) 

2. A la fecha de presentación de este escrito, ha transcurrido el término legal 

otorgado, sin que NUEVA EPS haya dado cumplimiento a la orden judicial 

impartida, ni ha informado al despacho judicial sobre el cumplimiento, como lo 

dispone el fallo. 

3. Esta omisión constituye un desacato flagrante a la decisión judicial, y agrava la 

vulneración de mis derechos fundamentales, especialmente al mínimo vital y a la 

seguridad social, dado que no cuento con otra fuente de ingresos y dependo 

exclusivamente del pago de dichas incapacidades para mi sustento y el de mis hijos. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 Artículo 86 de la Constitución Política de Colombia. 

 Decreto 2591 de 1991, artículos 27 y 52. 

 Fallo de tutela proferido el 17 de junio de 2025 por el Juzgado Veinte de Ejecución 

de Penas y Medidas de Seguridad de Bogotá D.C. 

PETICIÓN 

Por lo expuesto, respetuosamente solicito: 



1. Que se inicie incidente de desacato en contra de la entidad NUEVA EPS y de su 

representante legal o quien haga sus veces, por el incumplimiento de lo ordenado 

en el fallo de tutela del 17 de junio de 2025. 

2. Que se impongan las sanciones correspondientes de acuerdo con lo dispuesto en 

el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991. 

3. Que se requiera de manera urgente a la entidad accionada para que en el término 

perentorio de tres (3) días cumpla con la orden judicial proferida. 

Agradezco la atención prestada y solicito pronta intervención de su despacho. 

Atentamente, 

 

 

Ana Cristina Gantiva 

C.C. No. 52.182.430 de Bogotá 

Cel.: 3175404909/3213860490 

Dirección: Cl 12 A No. 71 B 61 Bloque 8 Apto 203 conjunto Mirador de castilla 2 - Bogotá 

Correo gerney21@hotmail.com / andrestovar031@hotmail.com  

 

mailto:gerney21@hotmail.com
mailto:andrestovar031@hotmail.com


 
 
Acción de Tutela : 11001-31-87-020-2025-00067-00 

Accionante : Ana Cristina Gantiva CC 52.182.430 
Accionado : Administradora de fondo de pensión Protección y/o NUEVA EPS 

Decisión : (P) Dispone oficiar – previo iniciar tramite incidente de desacato  

 

DPAN/AJ. 

República de Colombia 
 
 

 
JUZGADO VEINTE DE EJECUCIÓN DE PENAS Y 

MEDIDAS DE SEGURIDAD 
 

Bogotá D.C., dieciséis (16) de julio de dos mil veinticinco (2025).  
 
Ingresa la actuación junto con solicitud del accionante Ana Cristina Gantiva, peticionando se 
requiera a la NUEVA EPS, a fin que dé cumplimiento a lo ordenado en el fallo de tutela de fecha 
17 de junio de 2025, conforme lo anterior y previo a iniciar el trámite del incidente de desacato 
propuesto por la accionante, conforme lo ordena el Decreto 2591 de 1991, por el Centro de 

Servicios Administrativos, córrase traslado del escrito presentado por la accionante a NUEVA 
EPS, para que en el término improrrogable de cinco (5) días contados a partir del recibo de la 
presente comunicación, acredite el cumplimiento del fallo de tutela emitido por esté Juzgado el 
día 17 de junio de 2025, para lo cual se deberá correr traslado del escrito allegado por el 
accionante, junto con sus respectivos anexos. 
 
 
ENTÉRESE y CÚMPLASE,  
 
 
 

CLAUDIA GUISELLA GUZMÁN CÁRDENAS  

JUEZ 

 

 

 

 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 
Acción de Tutela : 11001-31-87-020-2025-00067-00 

Accionante : Ana Cristina Gantiva CC 52.182.430 
Accionado : Administradora de fondo de pensión Protección y/o NUEVA EPS 

Decisión : (P) Dispone oficiar – previo iniciar tramite incidente de desacato  

 

DPAN/AJ. 

 
República de Colombia 

 
 

 
JUZGADO VEINTE DE EJECUCIÓN DE PENAS Y 

MEDIDAS DE SEGURIDAD. 
Bogotá D.C., Calle 11 No. 9 – 24 Piso 6 Tel: 3423028  

 
Bogotá D.C., 16 de julio de 2025. 
Oficio No. 406 
 

 

Señores: 

NUEVA EPS 
secretaria.general@nuevaeps.com.co 
Bogotá. 

URGENTE 

 

REF: Acción de Tutela No. 11001 31 87 020 2025 00067 00   

 

Respetados Señores: 

 

Comedidamente y en atención a lo dispuesto en auto de la fecha, le solicito que en el término 

perentorio e improrrogable de cinco (5) días contados a partir del recibo de la presente 
comunicación, acredite el cumplimiento del fallo de tutela emitido en el radicado de la 
referencia, por este  Juzgado el día 17 de junio de 2025 de la accionante Ana Cristina Gantiva. 
 
Se advierte que, de no recibirse respuesta en el término fijado, se tendrán por ciertos los hechos 

expuestos por la denunciante y se procederá a la apertura del trámite incidental por desacato al 

fallo de tutela en mención, de conformidad con lo establecido en la Ley 2591 de 1991. 

 

Atentamente, 

 

 

CLAUDIA GUISELLA GUZMÁN CÁRDENAS  

JUEZ 

 

 

 
 
 

Adjunto lo enunciado. 
 
 
 
 

mailto:secretaria.general@nuevaeps.com.co


Bogotá, 21 de julio de 2025 

 

Señora Juez 

Juzgado 20 de ejecución de penas y medidas de seguridad. 

Ciudad. 

 

Referencia: Seguimiento al incidente de desacato – Cumplimiento de tutela 

Accionante: Ana Cristina Gantiva 

Accionado: Nueva EPS 

Respetada señora Juez: 

 

Me permito manifestarle respetuosamente que, mediante auto del 16 de julio de 2025, ese 

despacho concedió un plazo de cinco (5) días a la Nueva EPS para dar cumplimiento a lo ordenado 

en la sentencia de tutela, específicamente respecto al pago de las incapacidades reconocidas a mi 

favor. 

Dicho término comenzó a contarse a partir del 17 de julio de 2025, por lo cual el plazo vencía el día 

21 de julio de 2025. Sin embargo, a la fecha de hoy, la entidad accionada NO ha efectuado el pago 

correspondiente, incumpliendo de nuevo lo ordenado por su despacho. 

Por lo anterior, acudo nuevamente ante usted para solicitar que se adopten las medidas legales 

pertinentes frente al incumplimiento del auto proferido en el incidente de desacato, conforme lo 

establece el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991, y se impongan las sanciones a que haya lugar 

por desobedecer una orden judicial. 

Agradezco su atención y las acciones que estime pertinentes para garantizar el cumplimiento 

efectivo de los derechos protegidos. 

 

Cordialmente, 

Ana Cristina Gantiva 

52182430 de Bogotá  

CL 12 A # 71 B 61 bloque 8 Apto 203 

Celular: 3175404909 / 3213860490 

 

Correo: gerney21@hotmail.com / andrestovar031@hotmail.com 


